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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 5  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-1856-2023
CARATULADO : CONEJEROS/FISCO DE CHILE (C.D.E)

Santiago,  veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro

           
VISTOS: 

Con fecha 03 de febrero de 2023, a folio 1, comparece Sebasti ná  

Vel squez D az,  abogado, domiciliado en Doctor S tero del  R o N 326,á í ó í º  

oficina N 707, comuna de Santiago, en representaci n de don Jorge Ram nº ó ó  

Conejeros Rivera, domiciliado en Parcela 6, Nuevo Chile, Mulch n, quiené  

deduce demanda de indemnizaci n de perjuicios  en contra del  Fisco deó  

Chile, representado por don Juan Antonio Peribonio Poduje, abogado, en su 

calidad  de  Presidente  del  Consejo  de  Defensa  del  Estado  ambos 

domiciliados  en  Santiago,  Agustinas  1225,  Piso  4,  comuna  de  Santiago, 

fundado en los siguientes antecedentes. 

Refiere  que  los  hechos  que  describe  han  sido  reconocidos 

voluntariamente por el Estado de Chile a trav s de la Comisi n Nacionalé ó  

sobre Prisi n Pol tica y Tortura. ó í

Expone  que  Jorge  Ram n  Conejeros  Rivera,ó  con  registro  en  la 

Comisi n de Prisi n Pol tica y Tortura, Valech 1 N 6.086, nacido el 04 deó ó í °  

agosto de 1945, de actuales 77 a os de edad, a la fecha de la ocurrencia deñ  

los hechos era militante del MAPU, y hasta el golpe de estado ocurrido el 

11 de septiembre de 1973 hab a trabajado como jefe de rea en la CORA,í á  

ciudad de Villarrica. 

Inserta  relato  sobre  la  primera  detenci n  del  demandante,  en  losó  

siguientes t rminos: En octubre de 1973, cuando se produjo mi primeraé “  

detenci n, cuya fecha exacta de ese mes de octubre no recuerdo, yo meó  

encontraba  cesante,  luego  de  que  el  mismo  11  de  septiembre  se  me 

exonerara de mi empleo en la CORA de la comuna de Villarrica. 
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La detenci n fue practicada un d a s bado, a las diecisiete horas, enó í á  

mi domicilio de Temuco, por Carabineros que no me exhibieron orden de 

detenci n.  Arrojado  al  piso  de  un  furg n  cerrado  fui  trasladado  a  lasó ó  

oficinas de la Prefectura de Carabineros de Caut n, donde se encontrabaní  

otros detenidos.

En  la  noche  me  condujeron  a  las  caballerizas  del  recinto.  All ,í  

vendaron mi vista, me hicieron desnudarme, me amarraron las manos a la 

espalda  y  me  colgaron  en  una  viga  desde  las  mu ecas.  En  talesñ  

circunstancias,  me  aplicaron  reiteradamente  descargas  el ctricas  en  lasé  

tetillas,  test culos  y  tras  las  orejas.  Me  preguntaban  por  armas.  Al  d aí í  

siguiente, domingo, me llevaron nuevamente a las oficinas, desde donde fui 

sacado por los carabineros en un furg n del SAG y llevado a mi domicilio,ó  

donde qued  en libertad. é

Como secuelas de la tortura sent a adormecimiento en los brazos yí  

mucho dolor en los test culos. í

Entre esa fecha y mediados de 1976, continu  cesante y buscandoé  

infructuosamente trabajo, para mantener a mi familia, que ya contaba con 

tres hijos. sab a que yo hab a estado detenido y eso contribu a a dificultar laí í í  

obtenci n de trabajo. ó

De  otro  lado,  en  1975,  concurr  a  la  Universidad  de  Chile  ení  

Temuco,  intervenida  por  militares,  donde hab a  estudiado la  carrera  deí  

T cnico Agr cola, de la cual hab a egresado con anterioridad al Golpe deé í í  

Estado,  para  solicitar  fecha de rendici n  de mi examen de  grado,  peroó  

nunca recib  respuesta, lo cual indica que se hab a adoptado la decisi n deí í ó  

no permitir que me titulara. 

Nunca  detall  a  mi  esposa  ni  a  mis  familiares  los  detalles  de  losé  

maltratos.  Desde esa detenci n,  mi  situaci n personal  se  caracteriz  poró ó ó  

tener mucho temor, de modo que, pr cticamente, viv a recluido en mi casa,á í  

alejado de mis amigos, pues desconfiaba de los dem s .á ”

Sobre  su  segunda  detenci n,  el  demandante  relata  El  segundoó “  

episodio de prisi n comenz  el 24 de agosto de 1976,ó ó  cuando agentes de la 

DINA no identificados  y  sin  exhibir  orden de  detenci n,  procedieron aó  

detenerme en mi domicilio, en Temuco. 
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De  inmediato  fui  trasladado  al  cuartel  de  Investigaciones  de  esa 

ciudad. Nunca me dieron las razones de la detenci n, pero me preguntabanó  

por armas de cuya existencia, seg n ellos, yo deb a estar en conocimiento,ú í  

debido a mi pasado como funcionario de la CORA; y tambi n trataban deé  

obligarme a inculpar a mi hermana Patricia, funcionaria de la Vicar a de laí  

Solidaridad del Arzobispado de Santiago, de acciones pol ticas clandestinas. í

Desde el calabozo donde se me encerr , fui trasladado, vendado, aó  

otra  dependencia.  All  era  acostado de espaldas,  en una banca,  con lasí  

manos amarradas bajo la misma banca y la cabeza colgando desde el borde. 

Los interrogadores, entre los cuales recuerdo, por su voz, a un detective de 

Temuco de apellido Zurita,  que hab a sido compa ero m o en el  liceo,í ñ í  

fueron reiterados. Me tapaban la boca con sus manos, mientras me echaban 

agua por la nariz,  caus ndome sensaci n de asfixia.  Tambi n golpeabaná ó é  

fuertemente con sus manos mis o dos, lo que me aturd a. Sent  miedo aí í í  

morir.  Estos tratamientos se sucedieron reiteradamente durante tres d as.í  

Nunca me dieron de comer ni de beber. 

El d a 27 de agosto de 1976, fui trasladado al Regimiento Tucapel deí  

Temuco. En ese recinto, seg n lo supe despu s, qued  en manos de agentesú é é  

de  la  DINA.  Nuevamente,  vendado,  fui  sometido  a  torturas  reiteradas, 

consistentes en aplicaci n de descargas el ctricas, acostado desnudo en unó é  

catre  de  fierro.  Los  dolores  eran  terribles  y  sent  mucho  miedo.í  

Posteriormente, me colgaban de los pies, de una viga o algo parecido, y en 

esa  posici n,  met an  varias  veces  mi  cabeza  en  un  tambor  con  aguaó í  

pestilente.  Tambi n,  me aplicaban m s descargas  el ctricas.  Este tipo deé á é  

maltratos se repiti  durante toda la semana en que se me mantuvo en eló  

Regimiento Tucapel. 

El d a 3 de septiembre de 1976, tirado en el suelo de un furg n yí ó  

vendado, fui trasladado al Campo de Detenidos de Cuatro lamos. ramosÁ É  

tres personas las que bamos en el furg ní ó .  Yo pensaba que me llevaban a 

alg n lugar para fusilarme y, por cierto, mi temor era intenso. ú

En  el  Campo  de  Detenidos  de  Cuatro  lamos  permanecÁ í 

incomunicado dos d as y el 5 de septiembre fui trasladado al Campo deí  

Tres lamos, donde permanec  cinco d as, hasta ser puesto en libertad el 10Á í í  

de septiembre de 1976 . ”
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Sobre las  secuelas  y consecuencias  de su detenci n,  relata Nuncaó “  

detall  a mi esposa ni a mis familiares los detalles de los maltratos, porqueé  

no quer a que ellos sintiesen lo mismo que experimentaba yo al recordarlo.í  

Despu s  de  las  detenciones,  durante  mucho  tiempo  percibé í 

hormigueos  en  las  manos  y  los  brazos,  y  cierta  p rdida  del  tacto  queé  

permanece  hasta  la  fecha.  Tambi n,  desde  entonces,  tuve  problemas  deé  

audici n. Pero los efectos psicol gicos de la prisi n hicieron que nunca meó ó ó  

atreviera, en esa poca, a ir a un m dico, para no tener que contar loé é  

ocurrido. 

Nuevamente, me aisl  de las dem s personas, incluso mis amigos, yé á  

solo me relacionaba con mi familia. Sent a mucho temor de que tomaraní  

represalias  contra  mi  mujer  y  mis  hijos,  que  llegaron a ser  cuatro  (dos 

varones  y  dos  mujeres).  Este  temor  se  ocasion  cuando fui  detenido enó  

Investigaciones, pues me dec an que matar an a mi mujer y mi hijo mayor. í í

Mi tendencia al aislamiento determin  que no buscara trabajo, lo cualó  

oblig  a mi padre a facilitarnos un local comercial, en Mulch n, donde meó é  

instal  con una fruter a, que atend a mi esposa. é í í

Sin embargo, los resultados no fueron buenos, lo que nos oblig , enó  

1982, a abandonar el pa sí  y dirigirnos a Brasil, donde viv a un hermanoí  

m o ya fallecido. Nuestra estancia en Brasil fue de diez a os. í ñ

Mi detenci n y sus consecuencias conllevaron efectos sobre mi familia:ó  

mi hijo mayor jam s, hasta el d a de hoy, quiso separarse de m , de modoá í í  

que hubo una sobreprotecci n mutua. A ra z de todo esto, cuando ni o, fueó í ñ  

sometido a tratamiento sicol gico en Santiago. Hoy tiene 55 a os. ó ñ

Finalmente, puedo decir que se produjo en m  un bloqueo emocional,í  

que  me  imped a  darme  cuenta  plenamente  de  las  consecuencias  de  loí  

sufrido y de dar pasos para enfrentarlas. Solo me limit  a dar mi testimonioé  

en la Comisi n Valech I.ó ”

Finalmente,  cita  las  conclusiones  del  Informe  Cl nico  de  Da oí ñ  

Psicosocial  que le  fue realizado en el  PRAIS de Los  ngeles,  de  fechaÁ  

diciembre  de  2022  al  demandante,  que  indica  sintomatolog a  cl nicaí í  

asociada a un Trastorno de Estr s Postraum tico, cuya etiolog a y presenciaé á í  

est  consistentemente  asociado  a  las  detenciones,  torturas  y  apremiosá  

ileg timos recibidos por parte de agentes del Estado de Chile.í
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Sobre  el  da o  sufrido,  ñ manifiesta  que  queda  claro  que,  como 

consecuencia  directa  de  las  torturas  sufridas  por  el  demandante,  se 

desprende un perjuicio ps quico, f sico y moral inconmensurable, provocadoí í  

por el Estado de Chile, asimismo, expone que existe un perjuicio material 

evidente.

Sostiene  que  los  da os  f sicos  y  ps quicos  tienen  car cter  deñ í í á  

permanentes, ya que, aunque hayan transcurrido m s de cuarenta y cincoá  

a os desde lo sucedido, el actor contin a sufriendo secuelas producto de lañ ú  

privaci n de libertad y las distintas torturas a las que fue sometido.ó

Refiere que  la  Comisi n  Nacional  de  Prisi n  Pol tica  y  Torturaó ó í  

expuso que la mayor a de las v ctimas que prestaron testimonio ante dichaí í  

Comisi n fueron expuestas a situaciones l mites que erosionaron los soportesó í  

de sus vidas y dislocaron sus proyectos. Sostiene que dichas experiencias 

provocaron  un  da o  emocional,  moral  y  material  que  resulta  en  unñ  

sufrimiento profundo y dif cil de describir, lo que marc  permanentemente aí ó  

las v ctimas.í

Expone que la tortura ha sido conceptualizada como una experiencia 

traum tica que ha provocado consecuencias sist micas. Se ala que no seá é ñ  

trata  solamente  de  una  modalidad  compleja  de  agresi n,  crueldad  yó  

denigraci n, sino que sus efectos se agravan porque son agentes del Estadoó  

o personas a su servicio quienes da an en nombre de la patria. ñ Afirma que, 

dadas  estas  caracter sticas,  las  condiciones  de  prisi n  pol tica  y  torturaí ó í  

descritas en dicho informe violaron los derechos de las personas, caus ndolesá  

da os emocionales, morales y materiales.ñ

Argumenta que  los  da os  emocionales,  morales  y  materiales  queñ  

necesariamente se causaron a las v ctimas de torturas son lo que se solicitaí  

en su l belo que sean indemnizados. Se ala que los da os tanto f sicos comoí ñ ñ í  

ps quicos var an de persona a persona, sin embargo, todos comparten elí í  

da o moral. Manifiesta que el da o causado es obvio, p blico, notorio, y noñ ñ ú  

puede  ser  negado  caprichosamente.  Expone  que  se  trata  de  dolores  y 

traumas humanos que no distinguen entre condiciones  sociales,  pol ticas,í  

culturales o religiosas.

Cita jurisprudencia respecto de la cual concluye que el da o moral señ  

hace patente por s  mismo en atenci n a los hechos, es decir, salta a la vistaí ó  
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de  lo  evidente  que  es,  ya  que  las  angustias,  padecimientos  y  dolores, 

sumados  a  las  incertidumbres,  miedos  e  inseguridades,  son  f ciles  deá  

entender en su plenitud, y s lo cabe al sentenciador hacer una estimaci nó ó  

fundada de su magnitud y del monto de la reparaci n.ó

Expone que se demanda al Fisco de Chile por da o moral, comoñ  

consecuencia  directa  de  las  torturas  sufridas,  solicitando  el  pago  de 

doscientos millones de pesos ($200.000.000) para el actor, suma que deberá 

ser pagada con reajustes de acuerdo al IPC e intereses legales desde la fecha 

de notificaci n de la demanda hasta su completo pago, m s las costas deló á  

juicio; o en su defecto, el monto indemnizatorio que estime este tribunal, de 

conformidad con su apreciaci n y valorizaci n del da o.ó ó ñ

Afirma que el Estado de Chile es civilmente responsable de los hechos 

delictivos narrados precedentemente, ya que quienes los perpetraron eran 

miembros  de  Carabineros  de  Chile  y  de  la  Direcci n  de  Inteligenciaó  

Nacional, quienes se encontraban revestidos de autoridad p blica.ú

Manifiesta que el  Estado de Chile ha reconocido expresamente su 

responsabilidad en la pr ctica de secuestro y tortura ocurrida durante laá  

dictadura militar,  mediante distintos actos e instrumentos jur dicos,  entreí  

ellos cabe destacar el Informe emitido por la Comisi n Nacional de Verdadó  

y Reconciliaci n y el Informe sobre Prisi n Pol tica y Tortura, conocidoó ó í  

como Informe Valech“ ”, en el cual el actor fue reconocido como v ctima deí  

prisi n pol tica y tortura.ó í

Expone  que  la  responsabilidad  del  Estado  por  el  da o  moralñ  

ocasionado  al  demandante  emana  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laó í  

Rep blica, que obliga a responder al Estado por los perjuicios causados porú  

actos u omisiones de sus agentes, as  como del Derecho Internacional de losí  

Derechos  Humanos,  ya  que  las  torturas  sufridas  por  el  demandante 

constituyen graves violaciones a los derechos humanos y cr menes de lesaí  

humanidad, por lo que se gener  responsabilidad internacional del Estadoó  

de  Chile,  de  la  que  deriva  la  obligaci n  de  reparar.  se ala  que  estaó ñ  

obligaci n encuentra su fuente en diversos tratados internacionales firmadosó  

y  ratificados  por  Chile,  como  la  Convenci n  Americana  de  Derechosó  

Humanos y la Convenci n contra la Tortura.ó
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Indica que, sin perjuicio de lo anterior, desde antes de la vigencia de 

la actual Constituci n, la jurisprudencia y leyes especiales desarrollaron eló  

principio  general  de  que  el  Estado  debe  responder  por  los  perjuicios 

causados a las v ctimas que no se encuentran obligadas a soportarlos.í

Refiere que la responsabilidad del Estado, consagrada en las Actas 

Constitucionales n meros 2 y 3 y, en la actualidad, en la Constituci n deú ó  

1980, reconoce claros antecedentes en la Constituci n Pol tica de 1925.ó í

Manifiesta que la doctrina iuspublicista  ha sostenido que existe un 

principio  general  de  derecho  administrativo  que  obliga  a  responder  al 

Estado por los perjuicios causados por actos u omisiones de sus agentes a las 

v ctimas que no se encuentran obligadas a soportarlos.í

Expone  que  el  profesor  Eduardo  Soto  Kloss  ense a  que  dichoñ  

principio general de responsabilidad del  Estado emana de que el  Estado 

chileno  es  una  Rep blica,  lo  que  implica  que  todos  los  sujetos,  tantoú  

p blicos  como  privados,  deben  responder  de  sus  actos  y  omisiones  porú  

encontrarse insertos en un Estado de Derecho. Expresa que esto tiene como 

consecuencia  directa  que  cualquier  sujeto  que  se  sienta  agraviado  o 

lesionado por actos de los rganos p blicos puede demandar a los tribunalesó ú  

de justicia el resarcimiento de los perjuicios conforme al estado de derecho 

democr tico.  Se ala  que  la  doctrina  se  fundamenta  en  el  principio  deá ñ  

igualdad que plasmaba ya el art culo 10 N 1 de la Constituci n de 1925,í ° ó  

pues  es  inconstitucional  que  un  sujeto  de  derecho  sea  lesionado  y 

perjudicado sin ser indemnizado en relaci n a otros sujetos a los cuales noó  

les afectan los actos u omisiones il citos del rgano estatal. Indica que laí ó  

consagraci n  del  gobierno  republicano  y  democr tico  se  plasmaba  deó á  

manera expl cita en el art culo 1  de la Constituci n de 1925, que se ala:í í ° ó ñ  

"El Estado de Chile es unitario. Su gobierno es republicano y democr ticoá  

representativo".

Hace presente que los otros preceptos que sustentaban el principio 

general de responsabilidad del Estado a la luz de la Constituci n de 1925ó  

eran los art culos 4, 10 N 1 y 10 N 9. El art culo 4 de la Constituci n deí ° ° í ó  

1925, fuente directa de los actuales art culos 6 y 7 de la Constituci n deí ó  

1980, establec a la obligatoriedad de los rganos del Estado de ce irse a lasí ó ñ  
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prerrogativas  y  facultades  que  les  entregaba  la  ley,  y  los  actos  que 

excedieran sus atribuciones adolec an de nulidad.í

Manifiesta  que,  si  bien  no  se  agregaba  que  dichos  actos  nulos 

originaban las responsabilidades que la ley se ale, no puede entenderse deñ  

otra forma, pues es sabido que la nulidad de los actos conlleva siempre y en 

todo  caso  la  indemnizaci n  de  los  perjuicios  causados  a  resultas  de  laó  

nulidad. Menciona, en cuanto a lo preceptuado por el actual art culo 6 deí  

la Constituci n de 1980, que posee su fuente en el art culo 4 citado, que esó í  

claro en se alar que los rganos del Estado siempre deben sujetar su actuarñ ó  

a  la  preceptiva  constitucional  y  a  las  leyes,  pues  si  fuera  otra  la 

interpretaci n no se entender a el principio de supremac a constitucional.ó í í  

Manifiesta que, por lo dem s, el principio de sujeci n a la Constituci n seá ó ó  

plasmaba en el art culo 2 de la Constituci n de 1925, que dispon a: Laí ó í “  

soberan a reside esencialmente en la naci n, la cual delega su ejercicio ení ó  

las autoridades que esta constituci n establece".ó

Explica,  en  s ntesis,  que  se  reconoc a  como  principio  general  laí í  

responsabilidad del Estado por sus actos y omisiones, basado en los art culosí  

1,  2,  4  de  la  Constituci n  de  1925,  principio  que  se  concretaba  en  eló  

art culo  10  N 10  y  N 9  de  la  misma  Constituci n,  que  consagraban,í ° ° ó  

respectivamente, el derecho de propiedad, sin distinci n alguna y la igualó  

repartici n de las cargas p blicas.ó ú

Agrega que, de acuerdo al art culo 10 N 10 de la Constituci n deí ° ó  

1925, todo da o fruto del actuar de alg n rgano del Estado constitu a unñ ú ó í  

desmejoramiento de la esfera patrimonial de los sujetos afectados y generaba 

el derecho a exigir la responsabilidad del Estado, pues se trataba de una 

lesi n del derecho de propiedad, ya que la persona afectada por el acto eraó  

privada de bienes  que forman parte  de su esfera de la  personalidad,  al 

provocarle un da o moral de la envergadura que ya se ha relatado, y, seg nñ ú  

prescrib a la citada norma constitucional, nadie puede ser privado de la deí “  

su dominio, ni de una parte de ella, o del derecho que a ella tuviere, sino 

en virtud de sentencia  judicial  o  de  expropiaci n por raz n de utilidadó ó  

p blica, calificada por una ley .ú ”

Manifiesta que, a su turno, el art culo 10 N 9 de la Constituci n deí ° ó  

1925,  fuente  directa  del  art culo  19  N 20  de  la  Constituci n  de  1980,í ° ó  
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aseguraba  el  principio  de  la  igual  repartici n  de  las  cargas  p blicas  yó ú  

obligaba a indemnizar a todo aquel que infringiera un da o, ya que dichoñ  

da o  producido  antijur dicamente  implicaba  una  ruptura  de  la  igualñ í  

repartici n de las cargas p blicas, derecho que la Constituci n aseguraba yó ú ó  

amparaba frente a sus violaciones, y en especial a aquellas cometidas por los 

rganos p blicos.ó ú

Expone que la  citada responsabilidad del  Estado,  fundada en una 

primera  etapa  sobre  la  legislaci n  civil,  evolucion  para  fundarse  enó ó  

principios de derecho p blico. Se ala que la doctrina cita como los primerosú ñ  

fallos en que se sustenta la responsabilidad en principios de derecho p blicoú  

los casos Sociedad Fuschs y Plath con Fisco , sentencia de 11 de enero de“ ”  

1908, y Lapostol con Fisco , sentencia de 8 de enero de 1930, sumado a la“ ”  

sentencia dictada en el caso Hexagon con Fisco , de 28 de julio de 1987,“ ”  

en que expresamente se declaran inaplicables las disposiciones del C digoó  

Civil para decidir la demanda dirigida contra el Fisco, resolviendo el caso 

sobre la base de las normas constitucionales y legales diversas al C digoó  

Civil. Relata que la sentencia desestima la infracci n del art culo 2332 deló í  

citado C digo al no darle aplicaci n, e igualmente las referidas a las Actasó ó  

Constitucionales N 2 y 3, la Constituci n y Ley Org nica Constitucional° ó á  

N 18.575, en que radica el origen de la responsabilidad del Fisco.°

Se ala  que  la  circunstancia  que  se  desea  destacar  es  que  lañ  

jurisprudencia,  sobre  la  base  de  la  legislaci n  especial,  ha  sustentado laó  

responsabilidad de la  Administraci n. Indica que esta normativa especialó  

arranca de los art culos 2 , 4 , 5 , 6 , 7  y 38 de la Constituci n Pol tica deí ° ° ° ° ° ó í  

la Rep blica y 4  y 42 de la Ley N 18.575.ú ° °

Manifiesta que la norma del inciso segundo del art culo 21 de la Leyí  

N 18.575 no afecta la disposici n del art culo 4 , por lo que a su respecto° ó í °  

debe atenderse a la concepci n de la Administraci n del Estado que expresaó ó  

el inciso segundo del art culo 1  del mencionado cuerpo de leyes, de formaí °  

tal que, sin duda alguna, este r gimen de responsabilidad se aplica a lasé  

Fuerzas Armadas, como a las de Orden y Seguridad P blica.ú

Refiere que la jurisprudencia ha evolucionado hasta llegar a un estado 

pac fico  en  la  actualidad,  que  reconoce  la  responsabilidad  del  Estado-í

Administrador,  exigiendo,  en  la  mayor a  de  los  casos,  un  factor  deí  
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imputaci n.  Expone  que,  en  este  caso,  el  factor  de  imputaci n  es  laó ó  

responsabilidad del rgano por la falta personal del agente. ó

Fundamenta  que  la  doctrina  de  la  responsabilidad  del  Estado 

emanada del Derecho P blico ha sido reconocida por la jurisprudencia, laú  

cual cita.

En relaci n con la Responsabilidad en el Derecho Constitucional yó  

Administrativo, expone que la Constituci n Pol tica del Estado establece enó í  

su art culo 1 , inciso 4 , que el Estado est  al servicio de la persona humanaí ° ° á  

y su finalidad es promover el bien com n, para lo cual debe contribuir aú  

crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los 

integrantes  de  la  comunidad  nacional  su  mayor  realizaci n  espiritual  yó  

material  posible,  con pleno respeto  a  los  derechos  y  garant as  que  estaí  

Constituci n establece, seg n dispone en sus art culos 6 y 38, inciso 2, losó ú í  

cuales transcribe.

Observa  que, en  esta  disposici n  constitucional,  se  establece  unó  

mecanismo de reparaci n de los da os producidos por la Administraci n aó ñ ó  

los  particulares,  sistema que se caracteriza fundamentalmente por ser de 

car cter directo, es decir, la acci n de reparaci n del particular afectado seá ó ó  

hace efectiva en el patrimonio Fiscal cuando los organismos, como en el 

caso de  autos,  act an bajo  la  personalidad  jur dica  del  Estado.  En esteú í  

sentido, cita los art culos 4  y 42 de la Ley 18.575.í °

Expone que la obligaci n de indemnizar debe considerarse a la luzó  

del  derecho  constitucional,  y  en  especial  debe  considerarse,  adem s,  elá  

Bloque de Constitucionalidad, que integra el art culo 5  de la Constituci ní ° ó  

Pol tica  del  Estado  y  las  normas  de  derecho  internacional  de  origení  

consuetudinario o contractual, vigentes en Chile, que protegen y garantizan 

los derechos esenciales derivados de la naturaleza humana.

Se ala que, en relaci n con la ñ ó acci n de derecho p blico para exigiró ú  

la responsabilidad del Estado por actos u omisiones por las cuales se ha 

producido da o a las personas, seg n la doctrina un nime de los autoresñ ú á  

iuspublicistas, es imprescriptible. Afirma que la responsabilidad del Estado es 

un problema de derecho p blico al  cual  cabe aplicar reglas  de derechoú  

p blico y no las normas del T tulo XXXV del C digo Civil, seg n lo haú í ó ú  

desarrollado la doctrina en el tema, y la jurisprudencia de los tribunales 
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superiores  que  tambi n  ha  recogido  la  inaplicabilidad  de  las  reglas  delé  

T tulo XXXV del Libro IV del C digo Civil y, por ende, de las reglas ení ó  

materia de prescripci n.ó

Destaca que las normas en materia de prescripci n que contempla eló  

C digo  Civil  para  los  delitos  y  cuasidelitos  no  resultan  aplicables  a  losó  

procesos en que se persigue la responsabilidad extracontractual del Estado, 

manifestando que en el presente caso existen tambi n normas de derechoé  

p blico que rigen la responsabilidad del Estado, como los preceptos citadosú  

de la Constituci n de 1980 y la Ley 18.575. Por lo tanto, se expone que laó  

acci n que se ejerce en estos autos es imprescriptible.ó

Indica que  las  disposiciones  constitucionales  que  consagran  la 

responsabilidad del Estado por los da os cometidos en cualquiera de susñ  

actividades tienen una vinculaci n directa, sin ser necesaria la dictaci n deó ó  

una norma de inferior rango que disponga su aplicaci n; es decir, poseenó  

operatividad propia y, obviamente, desde el momento en que asumen su 

car cter de normas constitucionales, priman por sobre toda otra disposici n.á ó

Expone que, dada la inexcusabilidad de su funci n consagrada en laó  

propia  Constituci n,  el  juez  se  encuentra  sujeto  a  la  imperatividad  deó  

resolver el caso sometido a su conocimiento. Se ala que en esta funci n lañ ó  

primera exigencia es someterse a la norma fundamental vigente al momento 

de la ocurrencia de los hechos, la cual establec a clara y precisamente laí  

responsabilidad del Estado por los da os ocasionados por sus rganos.ñ ó

En cuanto a los fundamentos del Derecho Internacional, manifiesta 

que  los  hechos  descritos,  las  torturas  sufridas  por  el  demandante, 

generadoras  de  la  responsabilidad  del  Estado  que  se  demanda,  tienen 

adem s el car cter de violaciones a los derechos humanos y cr menes de lesaá á í  

humanidad, por cuanto se sostiene que las torturas se cometieron dentro de 

un contexto de masivas y sistem ticas violaciones a los derechos humanosá  

cometidas por los organismos de inteligencia de la dictadura c vico-militar.í  

Sostiene que, por lo mismo, la responsabilidad del Estado debe determinarse 

de conformidad con los convenios o tratados internacionales, las reglas de 

derecho internacional que se consideran como normas de ius cogens y las 

normas generales del derecho internacional.

Código: HSFEXPZXDXQ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-1856-2023
 

Foja: 1
Se ala que la Convenci n de Viena sobre Derecho de los Tratadosñ ó  

dispone en su art culo 27 que el Estado no puede invocar su propio derechoí  

interno  para  eludir  sus  obligaciones  internacionales  y  que,  de  hacerlo, 

comete un hecho il cito que compromete su responsabilidad internacional.í

Fundamenta  que  toda  v ctima  de  una  violaci n  a  los  derechosí ó  

humanos tiene el derecho a la reparaci n, siendo el principal obligado aó  

satisfacer este derecho el Estado. Por tanto, se expone que la reparaci n esó  

a la vez un derecho de las v ctimas y un deber de los Estados.í

A ade que ñ cuando se determina que una persona natural o jur dica uí  

otra  entidad  est  obligada  a  dar  reparaci n  a  una  v ctima,  la  parteá ó í  

responsable deber  conceder reparaci n a la v ctima o indemnizar al Estadoá ó í  

si este hubiera ya dado reparaci n a la v ctima.ó í

Expone que el  derecho a la  reparaci n y el  deber  correlativo deló  

Estado  de  reparar  han  sido  consagrados  en  los  principales  tratados 

internacionales de derechos humanos del sistema universal y de los sistemas 

regionales de protecci n, as  como tambi n en relevantes instrumentos deó í é  

soft law.

Se ala que, en el sistema universal, de acuerdo con la interpretaci nñ ó  

del  Comit  de  Derechos  Humanos,  el  derecho  a  la  reparaci n  tieneé ó  

fundamento en el derecho al recurso efectivo consagrado en el art. 2.3.a) del 

PIDCP.  Asimismo,  se  manifiesta  que  la  Asamblea  General  de  Naciones 

Unidas aprob , el 16 de diciembre de 2005, la resoluci n 60/147 sobre losó ó  

Principios  y  directrices  b sicos  sobre  el  derecho  de  las  v ctimas  deá í  

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 

de violaciones graves del  derecho internacional humanitario a interponer 

recursos y obtener reparaciones.

Refiere que,  en  el  sistema  interamericano,  el  art culo  63.1  de  laí  

Convenci n Americana de Derechos Humanos se ala que cuando se decidaó ñ  

que hubo violaci n de un derecho o libertad protegidos en esta Convenci n,ó ó  

la Corte dispondr  que se garantice al lesionado el goce de su derecho oá  

libertad  conculcados,  as  como  que  se  reparen  las  consecuencias  de  laí  

medida o situaci n que configur  la vulneraci n de esos derechos y el pagoó ó ó  

de una justa indemnizaci n a la parte lesionada.ó
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Cita lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

que ha sostenido que toda violaci n de una obligaci n internacional queó ó  

haya producido da o comporta el deber de repararlo adecuadamente y queñ  

esa disposici n recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de losó  

principios  fundamentales  del  Derecho Internacional contempor neo sobreá  

responsabilidad de un Estado.

Indica que  el  Comit  ha  se alado  que  la  reparaci n  debe  seré ñ ó  

suficiente, efectiva y completa, y que los Estados, al determinar las medidas 

de reparaci n y resarcimiento que se ofrezcan o concedan a las v ctimas deó í  

la  tortura,  deben  tener  en  cuenta  las  caracter sticas  propias  y  lasí  

circunstancias de cada caso. Asimismo, se expone que la reparaci n debeó  

ajustarse a las necesidades particulares de la v ctima y ser proporcional a laí  

gravedad de las transgresiones cometidas contra ella.

Sostiene que toda v ctima de una violaci n a un derecho humano esí ó  

titular  del  derecho a  la  reparaci n integral  y  que,  de acuerdo con esteó  

derecho,  la  reparaci n  debe  devolver  a  la  v ctima  a  la  situaci nó í ó  

inmediatamente anterior a la violaci n de los derechos humanos que haó  

sufrido,  y  en  el  evento  de  que  no  sea  posible,  se  deber n  reparar  lasá  

consecuencias negativas ocasionadas por dicha violaci n.ó

Relata  que  el  Estado  de  Chile  suscribi  la  Convenci n  contra  laó ó  

Tortura  y  otros  tratos  crueles,  inhumanos  o  degradantes,  el  23  de 

septiembre de 1987, y la ratific  el 30 de septiembre de 1988. Asimismo, seó  

se ala que el art culo 1  de la Convenci n dispone que se entender  por elñ í ° ó á  

t rmino "tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamente a unaé  

persona  dolores  o  sufrimientos  graves,  ya  sean  f sicos  o  mentales,  coní  

diversos fines. Cita adem s el art culo 12 y 14 de la Convenci n. á í ó

Indica que Chile tambi n es parte de la Convenci n Interamericanaé ó  

para prevenir y sancionar la tortura, la cual define la tortura en t rminosé  

similares.  Adem s, se se ala que el art culo 9  de la misma Convenci ná ñ í ° ó  

establece que los Estados parte se comprometen a incorporar normas que 

garanticen  una  compensaci n  adecuada  para  las  v ctimas  del  delito  deó í  

tortura.

Observa que  las  normas  de  la  Convenci n  Interamericana  paraó  

prevenir  y  sancionar  la  tortura  deben  ser  armonizadas  con  las  de  la 
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Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  que  en  su  art culo  5ó í ° 

consagra el derecho a la integridad f sica, ps quica y moral. Asimismo, seí í  

expone que el mismo art culo, en el numeral 2, prescribe que nadie debeí  

ser  sometido  a  torturas  ni  a  penas  o  tratos  crueles,  inhumanos  o 

degradantes.

Se ala que el art culo 7 de la misma Convenci n consagra el derechoñ í ó  

a  la  libertad  y  seguridad  personal,  estableciendo  que  nadie  puede  ser 

sometido  a  una  detenci n  arbitraria.  Por  su  parte,  la  Convenci nó ó  

Americana  sobre  Derechos  Humanos  establece  en  su  art culo  1  laí º  

obligaci n  de  los  Estados  parte  de  respetar  los  derechos  y  libertadesó  

reconocidos en ella y garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 

sujeta a su jurisdicci n.ó

Sostiene  que  la  primera  obligaci n  de  los  Estados  es  respetar  losó  

derechos, y la segunda obligaci n es garantizar, lo que implica el deber deó  

organizar  todo  el  aparato  gubernamental  de  manera  que  sea  capaz  de 

asegurar jur dicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.í

Expone  que  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  ha 

establecido que, como consecuencia de esta obligaci n, los Estados deben“ ó  

prevenir, investigar y sancionar toda violaci n de los derechos reconocidosó  

por la Convenci n, y procurar, adem s, el restablecimiento, si es posible, deló á  

derecho conculcado y, en su caso, la reparaci n de los da os producidos poró ñ  

la violaci n de los derechos humanos .ó ”

Argumenta que la obligaci n de garantizar incluye tambi n el deberó é  

de  reparar,  seg n  lo  establecido  por  la  misma  Corte  que  ha  se aladoú ñ  

espec ficamente que, para garantizar plenamente los derechos reconocidosí  

por  la  Convenci n,  no  es  suficiente  que  el  Gobierno  emprenda  unaó  

investigaci n y trate de sancionar a los culpables,  sino que es necesario,ó  

adem s, que toda esta actividad del Gobierno culmine con la reparaci n aá ó  

la parte lesionada.

Expone  que  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  ha 

se alado  que  la  indemnizaci n  por  violaciones  a  los  derechos  humanosñ ó  

encuentra  su  fundamento  en  instrumentos  internacionales  de  car cterá  

universal  y  regional,  seg n  ú lo  ha  entendido  el  Comit  de  Derechosé  

Humanos, creado por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticosí  
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de las Naciones Unidas y la Corte Europea de Derechos Humanos con base 

en el  art culo 50 de la Convenci n para la  Protecci n de los  Derechosí ó ó  

Humanos y de las Libertades Fundamentales, adem s de lo contenido en elá  

art culo 63.1, el cual cita. í

A ade  queñ ,  a  juicio  de  la  Corte  Interamericana  de  Derechos 

Humanos, es un principio de Derecho internacional que toda violaci n aó  

una  obligaci n  internacional  que  haya  producido  un  da o  comporta  eló ñ  

deber de repararlo adecuadamente y que la indemnizaci n constituye laó  

forma m s usual de hacerlo.á

Refiere que en el mbito de Naciones Unidas, el 16 de diciembre deá  

2005,  la  Asamblea  General  de  Naciones  Unidas  aprob  la  resoluci nó ó  

60/147, con los Principios y directrices b sicos sobre el  derecho de las“ á  

v ctimas  de  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  deí  

derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  del  derecho  internacional 

humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener  reparaciones ,  los  que  se”  

dividen los derechos de la v ctima en tres categor as: el derecho a saber, elí í  

derecho a la justicia, y el derecho a obtener reparaci n.ó

Respecto  de  la  reparaci n  de  los  da os  sufridos,  se ala  que  eló ñ ñ  

Principio N 15 expresa que una reparaci n adecuada, efectiva y r pida tieneº ó á  

por fin promover la justicia y que la reparaci n ha de ser proporcional a laó  

gravedad de las violaciones y al da o sufrido. El Principio N 16 estableceñ º  

que se debe dar a las v ctimas de manera apropiada y proporcional a laí  

gravedad de la violaci n y las circunstancias de cada caso, una reparaci nó ó  

plena y efectiva, seg n se indica en los principios 19 a 23, en las formasú  

siguientes: restituci n, indemnizaci n, rehabilitaci n, satisfacci n y garant asó ó ó ó í  

de no repetici n. ó

Expone que la  indemnizaci n se  refiere  al  pago de una  suma deó  

dinero destinada a compensar todo da o econ micamente evaluable, ya seañ ó  

material o moral, de una manera proporcional a la gravedad de la violaci nó  

y  las  circunstancias  del  caso.  El  da o  material  supone  la  p rdida  oñ é  

detrimento de los ingresos de las v ctimas, as  como los gastos efectuadosí í  

con motivo de la violaci n y las consecuencias de car cter econ mico queó á ó  

tengan un nexo causal con ella. En cambio, el da o moral debe considerarñ  

aquellos  efectos  nocivos  de los  hechos  del  caso que no tienen car cter“ á  
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econ mico o patrimonial y no pueden ser tasados, por ende, en t rminosó é  

monetarios.  El  mencionado  da o  moral  puede  comprender  tanto  losñ  

sufrimientos  y  las  aflicciones  causados  a  las  v ctimas  directas  y  a  susí  

allegados,  como  el  menoscabo  de  valores  muy  significativos  para  las 

personas  y  otras  perturbaciones  que  no  son  susceptibles  de  medici nó  

pecuniaria , en las condiciones de existencia de la v ctima o su familia. Cita” í  

el principio N 20. °

Sobre la procedencia de la indemnizaci n del da o moral, manifiestaó ñ  

que la responsabilidad del Estado es integral, es decir, debe repararse y todo 

da o causado a un particular y, para una correcta interpretaci n de estasñ ó  

disposiciones que dejan un claro vac o las normas de derecho administrativoí  

indicadas, es necesario acudir al derecho com n. ú

Indica que la indemnizaci n comprende -seg n el art culo 2329 deló ú í  

C digo Civil-  todo da o, por lo que naturalmente est  incluido el  da oó ñ á ñ  

moral. La procedencia de la reparaci n del da o moral est  reconocida enó ñ á  

forma un nime por la doctrina y jurisprudencia nacional y a estas alturasá  

resulta indiscutible. 

Concluye de lo ya se alado que el Estado de Chile debe responderñ  

por el perjuicio que han ocasionado funcionarios de carabineros de Chile y 

agentes de la DINA, actuando en su calidad de tales, puesto que se dan 

todos los supuestos necesarios para determinar el perjuicio moral sufrido por 

el demandante. 

Afirma que en el presente caso se dan todos los requisitos que obligan 

al Estado a indemnizar los perjuicios causados: 

1.-  Existencia  de  da o  moral  producto  de  las  torturas  y  prisi nñ ó  

pol tica sufridas por el demandante. í

2.- La acci n u omisi n eman  de rganos del Estado, ya que agentesó ó ó ó  

del Estado torturaron al demandante. Asevera que el hecho que caus  da oó ñ  

fue ejecutado por el  Estado de Chile,  puesto que fueron agentes  de un 

rgano  de  su  administraci n  los  que  actuaron  (carabineros  de  Chile  yó ó  

agentes de la DINA) y debe entenderse que ha actuado el Estado como tal. 

3.-  Nexo  causal.  El  da o  a  la  v ctima  emana,  justamente,  de  lañ í  

perpetraci n del delito civil. ó
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4.-  Por  ltimo,  no existen  causales  de  justificaci n  que eximan alú ó  

Estado de su responsabilidad en este caso. 

En  consecuencia,  solicita  tener  por  entablada  demanda  de 

indemnizaci n de perjuicios por da o moral en contra del Fisco de Chile,ó ñ  

representado,  -en  su  calidad  de  Presidente  del  Consejo  de  Defensa  del 

Estado- por don Juan Antonio Peribonio Poduje, acogerla a tramitaci n, yó  

en definitiva acogerla en todas sus partes declarando que el  demandado 

debe pagar,  a  t tulo  de  indemnizaci n  de  perjuicios  por  el  da o moralí ó ñ  

sufrido  por  las  torturas  de  que  fue  objeto,  la  suma  de  $200.000.000 

(doscientos millones de pesos) a don Jorge Ram n Conejeros Riveraó  m sá  

reajustes e intereses desde la notificaci n de esta demanda y hasta el pagoó  

efectivo y total de las mismas, o la suma que este tribunal estime ajustada a 

derecho y equidad y al m rito de autos, con expresa condena en costas.é

Con fecha 03 de abril de 2023, a folio 9, comparece do a Ruthñ  

Israel  L pez,  Abogada  Procuradora  Fiscal  de  Santiago  del  Consejo  deó  

Defensa  del  Estado,  por  el  Fisco  de  Chile,  quien  contesta  la  demanda 

solicitando su rechazo, en base a las excepciones, defensas y alegaciones que 

expone.

En  primer  lugar,  opone  a  la  acci n  deducida  la  excepci n  deó ó  

reparaci n integral por haber sido ya indemnizado el actor.ó

Refiere que no resulta posible comprender el r gimen jur dico de esteé í  

tipo de reparaciones por infracciones a los  Derechos Humanos si  no se 

posicionan correctamente  estas  indemnizaciones  en el  panorama jur dicoí  

nacional  e  internacional.  En  efecto,  dicha  comprensi n  s lo  puedeó ó  

efectuarse al interior y desde- lo que es com n considerar como el mbito– ú á  

de la llamada Justicia Transicional . S lo desde esa ptica puede mirarse“ ” ó ó  

en  mejores  condiciones  los  valores  e  intereses  en  juego  en  esta  disputa 

indemnizatoria.

Explica que el denominado dilema justicia versus paz  es uno de los“ ”  

pilares sobre los cuales descansa el edificio de aquella justicia transicional. 

Argumentos  en  favor  de  amnist as  generales  que  porten  la  necesariaí  

tranquilidad a un pa s deben lidiar con la imperiosa necesidad de que unaí  

sociedad se mire a s  misma y reconozca los errores del pasado para así í 

pronunciar  aquel  imperioso  nunca  m s .  En  esta  perspectiva,  las“ á ”  
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transiciones son, y han sido siempre, medidas de s ntesis mediante las cualesí  

determinadas  sociedades,  en  espec ficos  momentos  hist ricos,  definen  lasí ó  

proporciones  de  sacrificio  de  los  bienes  en  juego  al  interior  de  aquel 

profundo dilema.

Asevera  que  no  debe  olvidarse  que,  desde  la  perspectiva  de  las 

v ctimas, la reparaci n de los da os sufridos juega un rol protag nico en elí ó ñ ó  

reconocimiento de aquella medida de justicia por tantos a os buscada. Elñ  

xito de los procesos penales se concentra s lo en el castigo de los culpables,é ó  

no preocup ndose del bienestar de las v ctimas.á í

Agrega que las negociaciones entre el Estado y las v ctimas revelaní  

que tras toda reparaci n existe una compleja decisi n de mover recursosó ó  

econ micos  p blicos,  desde  la  satisfacci n  de  un  tipo  de  necesidadesó ú ó  

p blicas  a  la  satisfacci n  de  otras  radicadas  en  grupos  humanos  m sú ó á  

espec ficos.  Este  concurso  de  intereses  o  medida  de  s ntesis  se  exhibeí í  

normalmente en la diversidad de contenidos que las Comisiones de Verdad 

o Reconciliaci n proponen como programas de reparaci n.ó ó

Refiere  que  estos  programas  incluyen  beneficios  educacionales,  de 

salud,  gestos  simb licos  u  otras  medidas  an logas  diversas  a  la  simpleó á  

entrega de una cantidad de dinero, y que, en este sentido, no es un secreto 

que las transiciones han estado basadas en complejas negociaciones. Basta 

para ello revisar someramente las discusiones originadas en la aprobaci n deó  

nuestra  ley  N 19.123  para  darse  cuenta  del  c mulo  de  sensibilidades  eº ú  

intereses  en  juego  en  ella.  No  debe  extra ar  que  muchas  de  esasñ  

negociaciones  privilegien  a  algunos  grupos  en  desmedro  de  otros  cuyos 

intereses se estiman m s lejanos, se compensen algunos da os y se excluyaná ñ  

otros o se fijen legalmente, luego de un consenso p blico, montos, mediosú  

de pago o medidas de da o.ñ

Menciona que los objetivos a los cuales se aboc  preferentemente eló  

gobierno del  Presidente  Patricio  Aylwin en lo  que respecta  a la  justicia 

transicional fueron (a) el establecimiento de la verdad en lo que respecta a“  

las violaciones a los derechos humanos cometidas en la dictadura; (b) la 

provisi n de reparaciones para los afectados: y (c) el favorecimiento de lasó  

condiciones sociales, legales y pol ticas que prevean que aquellas violacionesí  

puedan volver a producirse .”
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Afirma  que,  en  cuanto  al  segundo  objetivo,  la  llamada  Comisi nó  

Verdad y Reconciliaci n, o Comisi n Rettig, en su Informe Final propusoó ó  

una serie de propuestas de reparaci n , entre las cuales se encontraba una“ ó ”  

pensi n nica de reparaci n para los familiares directos de las v ctimas  y“ ó ú ó í ”  

algunas  prestaciones  de  salud.  Dicho  informe  sirvi  de  causa  a  la  Leyó  

19.123.

Sostiene que el mensaje de dicho proyecto de ley fue claro al expresar 

que por l se buscaba reparar precisamente el da o moral y patrimonialé “ ñ  

que ha afectado a los familiares directos de las v ctimas .í ”

Hace presente que el Ejecutivo entendi  por reparaci n "un conjuntoó ó  

de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad que le cabe al 

Estado en los hechos y circunstancias que son materia de dicho Informe". A 

dicha reparaci n ha de ser convocada toda la sociedad, en un procesoó “  

orientado  al  reconocimiento  de  los  hechos  conforme  a  la  verdad,  a  la 

dignificaci n moral de las v ctimas y a la consecuci n de una mejor calidadó í ó  

de vida para las familias m s directamente afectadas". Compensaci n deá ó  

da os  morales  y  mejora  patrimonial,  son dos  objetivos  de  estas  normasñ  

reparatorias.

Adiciona  que  en  la  discusi n  de  la  ley  19.123  el  objetivoó  

indemnizatorio  de  este  grupo  de  normas  quedar a  bastante  claro.  Ení  

diversas  oportunidades  se  hizo  referencia  a  la  reparaci n  moral  yó “  

patrimonial  buscada por el proyecto, y a la noci n de reparaci n por el” ó ó “  

dolor  de las vidas perdidas. Tambi n est  presente en la discusi n la idea” é á ó  

de  que  el  proyecto  buscaba  constituir  una  iniciativa  legal  de“  

indemnizaci n  y reparaci n, e incluso se hace expresa referencia a que lasó ” ó  

sumas  de  dinero  acordadas  son  para  hacer  frente  la  responsabilidad“  

extracontractual  del Estado.”

Sostiene que esta idea reparatoria se plasm  de manera clara cuandoó  

dentro  de  las  funciones  de  la  Comisi n  se  indic  que  le  corresponderó ó á 

especialmente  a  ella  promover  la  reparaci n  del  da o  moral  de  las“ ó ñ  

v ctimas  a que se refiere el art culo 18, y asumida esta idea reparatoria, laí ” í  

ley 19.123 y las dem s normas conexas (como la ley 19.992) han establecidoá  

los mecanismos mediante los cuales se ha concretado esta compensaci n.ó
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Expresa  que,  en  ese  orden  de  ideas,  se  puede  indicar  que  la 

reparaci n  a  las  v ctimas  de  violaciones  a  los  derechos  humanos  se  haó í  

realizado principalmente a trav s de tres tipos de compensaciones, a saber:é  

a) Reparaciones mediante transferencias directas de dinero; b) Reparaciones 

mediante la asignaci n de derechos sobre prestaciones estatales espec ficas; yó í  

c) Reparaciones simb licas.ó

Hace presente que por medio de estos tres tipos de reparaciones se ha 

concretado el objeto del proceso de justicia transicional, que en lo que a este 

ac pite  respecta,  busca  no  otra  cosa  que  la  precisa  reparaci n  moral  yá ó  

patrimonial de las v ctimas. Un an lisis de estas compensaciones habilitarí á á 

al Tribunal a verificar el mbito compensatorio que ellas han cubierto.á

En cuanto a la reparaci n mediante transferencias directas de dinero,ó  

explica  que  diversas  leyes  han  establecido  este  tipo  de  reparaciones, 

incluyendo  tambi n  a  quienes  fueron  v ctimas  de  apremios  ileg timos.é í í  

Destaca que en la discusi n legislativa de estas normas se enfrentaron dosó  

posiciones: quienes sosten an que la reparaci n deb a hacerse a trav s deí ó í é  

una suma nica de dinero, mientras otros abogaban por la entrega de unaú  

pensi n vitalicia. Ello no implicaba que la primera opci n tendr a efectosó ó í  

indemnizatorios  y  no  as  la  segunda;  ambas  modalidades  tendr an  finesí í  

innegablemente resarcitorios.

Manifiesta que, en t rminos de costos generales para el Estado, esteé  

tipo de indemnizaciones ha significado, a diciembre de 2019, en concepto 

de:

a) Pensiones: $247.751.547.837.- como parte de las asignadas por la 

Ley 19.123 (Comisi n Rettig) y de $648.871.782.936.- como parte de lasó  

asignadas por la Ley 19.992 (Comisi n Valech);ó

b) Bonos: $41.910.643.367.- asignados por la Ley 19.980 (Comisi nó  

Rettig) y de $23.388.490.737.- por la ya referida Ley 19.992.

c)  Desahucio (Bono compensatorio):  $1.464.702.888.-  asignados por 

medio de la Ley 19.123.

d) Bono Extraordinario (Ley 20.874): $23.388.490.737.-

Indica que a diciembre de 2019 el Fisco hab a desembolsado la sumaí  

total  de  $992.084.910.400.-,  y  que,  siguiendo  desde  una  perspectiva 

indemnizatoria, una pensi n mensual es tambi n una forma de reparar unó é  
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perjuicio actual y, aunque ella comporte una sucesi n de pagos por la vidaó  

del beneficiario, ello no obsta a que se pueda valorizar para poder saber 

cu l fue su impacto compensatorio.á

Aduce que el c lculo de los efectos indemnizatorios de una pensi ná ó  

vitalicia puede realizarse simplemente sumando las cantidades pagadas a la 

fecha, como asimismo las mensualidades que todav a quedan por pagar, yí  

que,  como puede  apreciarse,  el  impacto  indemnizatorio  de  este  tipo  de 

pensiones es bastante alto. Ellas son una buena manera de concretar las 

medidas que la justicia transicional exige en estos casos, obteni ndose coné  

ello compensaciones razonables que est n en coherencia con las fijadas porá  

los tribunales en casos de p rdidas culposas de familiares.é

Se ala  que,  en  cuanto  a  las  reparaciones  espec ficas,  el  actor  hañ í  

recibido beneficios pecuniarios al amparo de las leyes N 19.234 y 19.992 y°  

sus  modificaciones,  agregando  que  la  Ley  19.992  y  sus  modificaciones 

estableci  una pensi n anual de reparaci n y otorg  otros beneficios a favoró ó ó ó  

de  las  personas  afectadas  por  violaciones  de  derechos  humanos, 

estableci ndose  una  pensi n  anual  reajustable  de  $1.353.798.-  paraé ó  

beneficiarios menores de 70 a os, de $1.480.284.- para beneficiarios de 70 oñ  

m s a os de edad y de $1.549.422.- para beneficiarios mayores de 75 a osá ñ ñ  

de edad. Adicionalmente, el actor recibi  en forma reciente el Aporte nicoó Ú  

de Reparaci n Ley 20.784, por $1.000.000.-.ó

En  lo  concerniente  a  las  reparaciones  mediante  la  asignaci n  deó  

derechos sobre prestaciones estatales espec ficas, expone que la reparaci ní ó  

no  se  realiza  s lo  mediante  transferencias  monetarias  directas,  sino  queó  

tambi n a trav s de la concesi n de diversos derechos a prestaciones. Ené é ó  

este sentido, se concedi  a los beneficiarios tanto de la ley 19.234 como deó  

la ley 19.992, el derecho a gratuidad en las prestaciones m dicas otorgadasé  

por el Programa de Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS) enó ó  

Servicios de Salud del pa s.í

A ade  que,  a  nivel  presupuestario,  PRAIS  cuenta  con  unñ  

financiamiento de continuidad desde el a o 2006. El a o 2020, el Programañ ñ  

sostuvo  un  incremento  presupuestario  importante,  siendo  el  presupuesto 

global de M$6.543.883.-.
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Se ala que se les ofrece apoyo t cnico y rehabilitaci n f sica para lañ é ó í  

superaci n de lesiones que sean producto de la prisi n pol tica o tortura, yó ó í  

que se establecen beneficios  educacionales  consistentes  en la  continuidad 

gratuita  de  estudios.  Asimismo,  se  concedieron  beneficios  en  vivienda, 

correspondientes al acceso a subsidios de vivienda.

Respecto de las reparaciones simb licas, explica que parte importanteó  

de la reparaci n por los da os morales causados a las v ctimas de derechosó ñ í  

humanos se realiza a trav s de actos positivos de reconocimiento y recuerdoé  

de los hechos que dieron lugar a aquellas violaciones. Este tipo de acciones 

pretende reparar, ya no a trav s de un pago de dinero paliativo del dolor,é  

sino tratando de entregar una satisfacci n a esas v ctimas que en parte logreó í  

reparar el dolor y la tristeza y con ello reducir el da o moral.ñ

Arguye  que  la  doctrina  se  ha  inclinado  por  estimar  que  la 

indemnizaci n del da o moral tiene precisamente un car cter satisfactivo,ó ñ á  

consistente en dar a la v ctima una satisfacci n, ayuda o auxilio,  que leí ó  

permita atenuar sus efectos, moriger ndolos o haci ndolos m s soportables.á é á  

Refiere doctrina.

Asevera que, en esta compleja tarea de entregar una compensaci nó  

satisfactiva, destaca la ejecuci n de diversas obras de reparaci n simb lica.ó ó ó

Asegura que, de todo lo expresado puede concluirse que los esfuerzos 

del Estado por reparar a las v ctimas de derechos humanos han cumplidoí  

todos los est ndares internaciones de Justicia Transicional y han provistoá  

indemnizaciones acordes con nuestra realidad econ mica que han apuntadoó  

a compensar a las v ctimas por los da os, tanto morales como patrimoniales,í ñ  

sufridos a consecuencia de las violaciones a los derechos humanos

Explica que tanto las indemnizaciones que se solicitan en estos autos 

como el c mulo de reparaciones indicadas pretenden compensar los mismosú  

da os ocasionados por los mismos hechos, y de esta forma, los referidosñ  

mecanismos de reparaci n han compensado aquellos da os, no procediendo,ó ñ  

por ello, ser compensados nuevamente.

Esgrime que, en este punto, el fallo Domic Bezic, Maja y otros con 

Fisco  ha  sido  especialmente  gr fico  cuando  afirma  que  una  pretensi ná ó  

indemnizatoria es incompatible con los beneficios legales entregados por la 

ley 19.123, adicionando que lo anterior ha sido ratificado por la Excma. 
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Corte Suprema que,  en sentencia de casaci n de fecha 30 de enero deó  

2013, reiter  la incompatibilidad de la indemnizaci n pretendida con losó ó  

beneficios de fuente estatal por los mismos hechos.

Refiere que diversas sentencias ya hab an insistido en que el prop sitoí ó  

de estas leyes fue precisamente reparar el da o moral y patrimonial que ha“ ñ  

afectado a  los  familiares  directos  de  las  v ctimas ,  lo  que constituye  uní ”  

factor congruente con resoluciones de Tribunales Internacionales, relativas a 

la improcedencia de la indemnizaci n.ó

Afirma que rganos internacionales como la Corte Interamericana deó  

Justicia han valorado positivamente la pol tica de reparaci n de violacionesí ó  

de  Derechos  Humanos  desarrollada  por  Chile,  a  tal  punto  que  han 

denegado  otro  tipo  de  reparaci n  pecuniaria  luego  de  tomar  enó  

consideraci n  los  montos  ya  pagados  por  el  Estado  por  conceptos  deó  

pensiones, beneficios y prestaciones p blicas, y en el mismo sentido, el Altoú  

Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU ha considerado los 

beneficios  de  establecer  un  sistema  compensatorio  nico  para  todas  lasú  

v ctimas que no genere desigualdades.í

Manifiesta que una vez que el Gobierno ha hecho esfuerzos de buena 

fe en crear un sistema administrativo que facilita la entrega de beneficios a 

las  v ctimas,  permitir  a  los  mismos  beneficiarios  iniciar  litigios  contra  elí  

Estado genera el peligro de obtener un doble beneficio por el mismo da o,ñ  

y  todav a  peor,  ello  pone  en  riesgo  el  sistema  de  reparaciones  en  suí  

totalidad, puesto que mientras el primer problema puede ser solucionado 

estipulando que no pueden perseguirse beneficios dos veces por la misma 

violaci n, el segundo no es f cilmente evitable toda vez que los beneficiosó á  

obtenidos en los tribunales pueden sobrepasar a los de un programa masivo 

de  reparaciones.  Esto  puede  generar  un  cambio  en  las  expectativas  y 

generalizar una sensaci n de desilusi n con los programas administrativos, eó ó  

incluso  este  cambio  puede  ser  motivado  por  casos  que  pueden  no  ser 

representativos del universo de v ctimas y acentuar las desigualdades socialesí  

entre ellas.

Expone que es el rechazo a nuevas peticiones de indemnizaci n loó  

que  fortalece  los  programas  de  Justicia  Transicional,  y  dar  lugar 

nuevamente a demandas de indemnizaci n de perjuicios genera un accesoó  
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desigual a la justicia y a las reparaciones, debilitando la decisi n pol tica yó í  

administrativa de reparaci n.ó

Menciona que estando las acciones interpuestas basadas en los mismos 

hechos y pretendiendo indemnizar los mismos da os que han inspirado elñ  

c mulo  de  acciones  reparatorias  enunciadas,  y  al  tenor  de  documentosú  

oficiales que ser n acompa ados en su oportunidad, opone la excepci n deá ñ ó  

reparaci n integral por haber sido ya indemnizado el demandante.ó

Se ala  que,  en  subsidio  de  la  excepci n  de  reparaci n  integralñ ó ó  

alegada,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  de  las  acciones  deó ó  

indemnizaci n de perjuicios con arreglo a lo dispuesto en el art culo 2332ó í  

del C digo Civil, en relaci n con lo dispuesto en el art culo 2497 del mismoó ó í  

C digo, solicitando que, por encontrarse prescrita, se rechace la demandaó  

en todas sus partes.

Expresa que, conforme al relato efectuado por el actor, la detenci nó  

ilegal y tortura que sufri  ocurri  desde el d a 4 de octubre de 1975 y hastaó ó í  

el 18 de noviembre de 1976.

Manifiesta  que  entendiendo  suspendida  la  prescripci n  durante  laó  

dictadura militar, por la imposibilidad de las v ctimas de ejercer las accionesí  

legales ante los tribunales hasta la restauraci n de la democracia, a la fechaó  

de  notificaci n  de  la  demanda,  esto  es,  el  12  de  agosto  de  2022,  haó  

transcurrido en exceso el plazo de prescripci n extintiva que establece eló  

art culo 2332 del C digo Civil, y, en consecuencia, opone la excepci n deí ó ó  

prescripci n de 4 a os establecida en el  art culo 2332 del  C digo Civil,ó ñ í ó  

pidiendo que se acoja y se rechace ntegramente la acci n indemnizatoriaí ó  

deducida como consecuencia de ello, por encontrarse prescrita.

En subsidio, en caso de que el tribunal estime que la norma anterior 

no  es  aplicable  al  caso  de  autos,  opone  la  excepci n  de  prescripci nó ó  

extintiva de 5 a os contemplada para las acciones y derechos en el art culoñ í  

2515, en relaci n con el art culo 2514 del C digo Civil, ya que entre laó í ó  

fecha en que se habr a hecho exigible el  derecho a indemnizaci n y laí ó  

anotada fecha de notificaci n de la acci n civil, transcurri  con creces eló ó ó  

plazo que establece el citado art culo 2515 del C digo Civil.í ó

Destaca que,  por  regla  general,  todos los  derechos y acciones  son 

prescriptibles, y, por ende, la imprescriptibilidad es excepcional y requiere 
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siempre declaraci n expl cita, la que en este caso no existe. Pretender que laó í  

responsabilidad  del  Estado  sea  imprescriptible,  sin  que  exista  un  texto 

constitucional o legal expreso que lo disponga, llevar a a situaciones graves yí  

perturbadoras.

Sobre esta  materia,  advierte  que la  prescripci n es  una instituci nó ó  

universal  y  de  orden  p blico,  y  las  normas  del  C digo  Civil,  que  laú ó  

consagran, se han estimado siempre de aplicaci n general a todo el derechoó  

y no s lo al derecho privado. Cita el art culo 2497 del cuerpo legal citado,ó í  

el cual consagra, con car cter obligatorio, el principio de que la prescripci ná ó  

afecta  o  favorece,  sin  excepciones,  a  las  personas  jur dicas  de  derechoí  

p blico, a pesar de que stas, como lo se ala el art culo 547, inciso 2 , delú é ñ í º  

C digo Civil, se rijan por leyes y reglamentos especiales.ó

Explica que la prescripci n es una instituci n de aplicaci n general enó ó ó  

todo  el  mbito  jur dico  y  de  orden  p blico,  pues  no  cabe  renunciarlaá í ú  

anticipadamente (art culo 2494, inciso 1 , del C digo Civil).í º ó

Manifiesta  que  la  responsabilidad  que  se  atribuye  al  Estado  y  en 

contra  de  particulares  tienen  la  misma  finalidad:  resarcir  un  perjuicio 

extrapatrimonial, a trav s de un incremento patrimonial del afectado.é

Hace presente que la prescripci n tiene por fundamento dar fijeza yó  

certidumbre a toda clase de derechos emanados de las relaciones sociales y 

de  las  condiciones  en  que  se  desarrolla  la  vida,  y  es  una  instituci nó  

estabilizadora e indispensable en nuestro orden social. Por lo mismo, no es 

una sanci n para los acreedores y un beneficio para los deudores, que sonó  

consecuencias indirectas de la protecci n del inter s general referido.ó é

Agrega que la prescripci n no exime la responsabilidad ni elimina eló  

derecho a la indemnizaci n, solamente ordena y coloca un necesario l miteó í  

en el tiempo para que se deduzca en juicio la acci n, y que no hay conflictoó  

alguno entre la Constituci n Pol tica y la regulaci n del C digo Civil. Loó í ó ó  

habr a si aquellos textos prohibieran la prescripci n o si el derecho internoí ó  

no  admitiere  la  reparaci n  v a  judicial  oportunamente  formulada.  Enó í  

ausencia de ese conflicto, no hay contradicci n normativa.ó

Asevera que, en la especie, el ejercicio de las acciones ha sido posible 

durante un n mero significativo de a os, desde que el demandante estuvoú ñ  

en situaci n de hacerlo.ó
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Menciona  que,  como es  de  p blico  conocimiento,  nuestra  Excma.ú  

Corte Suprema, en ejercicio de la facultad conferida por el art culo 780 delí  

C digo de Procedimiento Civil dict , el 21 de enero de 2013, una hist ricaó ó ó  

sentencia de unificaci n de jurisprudencia de demandas de indemnizaci nó ó  

de perjuicios en contra del Fisco de Chile por hechos acaecidos entre el 11 

de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, y en dicha sentencia, 

nuestro M ximo Tribunal en Pleno, zanj  esta controversia, se alando:á ó ñ

1 ) Que el principio general que debe regir la materia es el de laº  

prescriptibilidad  de  la  acci n  de  responsabilidad  civil,  de  modo  que  laó  

imprescriptibilidad debe, como toda excepci n, ser establecida expresamenteó  

y no construida por analog a o interpretaci n extensiva;í ó

2 ) Que los tratados internacionales invocados, especialmente el Pactoº  

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, la Convenci n Americana deí ó  

Derechos  Humanos,  el  Convenio  de  Ginebra  sobre  Tratamiento  de  los 

Prisioneros de Guerra y la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de losó  

Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad, no contienení í  

norma  alguna  que  declare  imprescriptible  la  responsabilidad  civil;  la 

imprescriptibilidad  que  algunos  de  ellos  establecen  se  refiere  s lo  a  laó  

responsabilidad penal;

3 ) Que no existiendo una norma especial que determine qu  plazo deº é  

prescripci n  debe  aplicarse  en  estos  casos,  debe  recurrirse  al  derechoó  

com n, que en esta materia est  representado por la regulaci n del C digoú á ó ó  

Civil relativa a la responsabilidad extracontractual, y en particular por el 

art culo 2332 que fija un plazo de cuatro a os desde la perpetraci n delí ñ ó  

acto;

4 )  Que,  no  obstante  la  letra  de  dicho  precepto,  el  plazo  debeº  

contarse  no  desde  la  desaparici n  del  secuestrado  (detenci n  deló ó  

demandante  en  este  caso),  sino  desde  que  los  titulares  de  la  acci nó  

indemnizatoria  tuvieron  conocimiento  y  contaron  con  la  informaci nó  

necesaria y pertinente para hacer valer el derecho al resarcimiento del da oñ  

ante los tribunales de justicia.

Indica que las sentencias anteriores y posteriores al citado fallo no 

hacen  m s  que  reiterar  la  misma  doctrina,  constituyendo  jurisprudenciaá  

contundente  en la  materia,  lo  que  solicita  se  tenga  en consideraci n  aló  
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momento de resolver la presente Litis, tal como ha resuelto el Pleno de 

nuestro Excmo. Tribunal, en sentencia de fecha 21 de enero de 2013 que 

acogi  la aplicaci n de la instituci n de la prescripci n en materias como laó ó ó ó  

de autos.

Sostiene que la indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea el origen oó  

naturaleza de estos, no tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam sá á  

ha de cumplir un rol punitivo para el obligado al pago, y su contenido es 

netamente patrimonial. De all  que no ha de sorprender ni extra ar que laí ñ  

acci n destinada a exigirla est  expuesta a extinguirse por prescripci n.ó é ó

Advierte  que,  como  en  forma  reiterada  se  ha  planteado  por  la 

doctrina  fiscal  sustentada  en  sus  diversas  defensas  y  lo  ha  recogido  la 

jurisprudencia,  en  la  especie  se  ha  ejercido  una  acci n  de  contenidoó  

patrimonial que persigue hacer efectiva la responsabilidad extracontractual 

del Estado, por lo que no cabe sino aplicar, en materia de prescripci n, lasó  

normas del C digo Civil, lo que no contrar a la naturaleza especial de laó í  

responsabilidad que se  persigue,  en atenci n  a  que la  acci n impetradaó ó  

pertenece al mbito patrimonial.á

Afirma que basta considerar que el derecho a indemnizaci n puedeó  

ser  y  ha  sido  objeto  de  actos  de  disposici n,  tales  como  renuncia  oó  

transacci n, incluso en casos de violaciones a los Derechos Humanos, por loó  

que no existe fundamento plausible para estimar que se trata de acciones 

ajenas a la prescripci n liberatoria que no es sino una suerte de renunciaó  

t cita por el no ejercicio oportuno de las acciones.á

Expone  que,  finalmente,  aun  cuando  el  demandante  formula 

alegaciones  en  cuanto  a  que  la  acci n  patrimonial  que  persigue  laó  

reparaci n  por  los  da os  reclamados  ser a  imprescriptible  conforme  aló ñ í  

derecho  internacional  de  los  derechos  humanos,  bas ndose  en  ciertosá  

instrumentos  internacionales,  como  la  Convenci n  sobre  laó  

Imprescriptibilidad  de  los  Cr menes  de  Guerra  y  Cr menes  de  Lesaí í  

Humanidad, los Convenios de Ginebra de 1949, la Resoluci n N 3.074 deó °  

3 de diciembre de 1973 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, y 

la Convenci n Americana de Derechos Humanos, concluye que ningunoó  

contempla la imprescriptibilidad de las acciones civiles derivadas de delitos o 
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cr menes  de  lesa  humanidad o  que  proh ba o  impida  la  aplicaci n  delí í ó  

derecho interno en esta materia.

Expresa  que  su  planteamiento  ha  sido  reconocido  por  la  Excma. 

Corte  Suprema,  que  ha  desestimado  la  aplicaci n  de  esa  normativa  enó  

diversos fallos, como lo ha establecido conociendo del recurso de casaci nó  

interpuesto en los autos N 1.133-06, caratulados Neira Rivas, Gloria conº “  

Fisco  de  Chile ,  de  24  de  julio  de  2007,  y  lo  mismo  aconteci  en  la” ó  

sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema, acogiendo un recurso de 

casaci n  en  el  fondo  deducido  por  el  Fisco,  en  la  causa  Mart nezó “ í  

Rodr guez y otra con Fisco de Chile , autos N 4.067-2006, en fallo de fechaí ” º  

29 de octubre de 2007.

Refiere que no habiendo norma expresa de derecho internacional de 

derechos  humanos,  debidamente  incorporada  a  nuestro  ordenamiento 

jur dico interno, que disponga la imprescriptibilidad de la obligaci n estatalí ó  

de  indemnizar,  y  no  pudiendo  tampoco  aplicarse  por  analog a  laí  

imprescriptibilidad penal en materia civil, el tribunal no debe apartarse del 

claro mandato de la  ley interna al  resolver  esta  contienda y aplicar  las 

normas  contenidas  en  los  art culos  2332  y  2497  del  C digo  Civil,  queí ó  

establecen las reglas sobre prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial 

del Estado.

Concluye  que,  con  el  m rito  de  lo  expuesto  precedentemente,  elé  

tribunal deber  rechazar la demanda por encontrarse prescrita la acci ná ó  

deducida.

En subsidio de las defensas y excepciones precedentes,  formula las 

siguientes  alegaciones  en  cuanto  a  la  naturaleza  de  la  indemnizaci nó  

solicitada y al excesivo monto pretendido de $200.000.000.-.

En relaci n al  da o moral,  hace presente  que no puede dejar  deó ñ  

considerarse que ste consiste en la lesi n o detrimento que experimentaé ó  

una persona, en general, en sus atributos o cualidades inmateriales, y as , losí  

llamados  da os  no  patrimoniales  recaen  sobre  elementos  de  dif cil  oñ í  

imposible estimaci n pecuniaria, ya que su contenido no es econ mico, o aló ó  

menos  no  directamente.  Ello  produce  a  su  respecto  una  imposibilidad 

latente e insuperable de evaluaci n y apreciaci n pecuniaria.ó ó
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Indica que la indemnizaci n de perjuicios tiene por objeto restableceró  

el equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctima un valorí í  

equivalente a la cuant a del da o sufrido, para ponerla en el mismo estadoí ñ  

que ten a antes del acto da oso.í ñ

A ade  que  la  indemnizaci n  del  da o  puramente  moral  no  señ ó ñ  

determina cuantificando, en t rminos econ micos, el valor de la p rdida oé ó é  

lesi n  experimentada,  sino  s lo  otorgando a  la  v ctima una  satisfacci n,ó ó í ó  

ayuda o auxilio que le permita atenuar el da o, morigerarlo o hacerlo m sñ á  

soportable,  mediante  una  cantidad  de  dinero  u  otro  medio,  que  en  su 

monto o valor sea compatible con esa finalidad meramente satisfactiva.

Se ala que es en la perspectiva antes indicada que hay que regular elñ  

monto de la  indemnizaci n que debe ser un procedimiento destinado aó  

atenuar los efectos o el rigor de la p rdida extrapatrimonial sufrida.é

Hace presente que tampoco resulta procedente invocar la capacidad 

econ mica  de  las  partes  como  elemento  para  fijar  la  cuant a  de  laó í  

indemnizaci n, pues el juez s lo est  obligado a atenerse a la extensi n deló ó á ó  

da o  sufrido  por  la  v ctima,  en  la  cual  no  tienen  influencia  estasñ í  

capacidades.

Menciona  que,  no  habiendo  norma  legal  que  establezca  una 

excepci n relativa a la capacidad econ mica, habr  de estarse al principioó ó á  

general y b sico de la cuantificaci n conforme a la extensi n del da o, coná ó ó ñ  

absoluta prescindencia del patrimonio obligado al pago. Advierte que las 

cifras  pretendidas  en  la  demanda  como  compensaci n  del  da o  moraló ñ  

resultan  excesivas,  teniendo  en  consideraci n  las  acciones  y  medidas  deó  

reparaci n adoptadas por el Estado y los montos promedios fijados por losó  

tribunales, que en esta materia han actuado con mucha prudencia.

Refiere que la I. Corte de Apelaciones de Santiago ha resuelto en 

materia similar a la de autos que para fijar el quantum debe acudirse al 

principio de prudencia que conduce la proporcionalidad. Cita la sentencia 

de segunda instancia dictada en recurso de apelaci n Ingreso Corte 6891-ó

2013.

En subsidio de las excepciones de reparaci n integral y prescripci nó ó  

extintiva de las acciones deducidas, alega en todo caso que en la fijaci n deló  

da o moral por los hechos de autos, el tribunal debe considerar todos losñ  
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pagos  recibidos  por  el  actor  a  trav s  de los  a os  por  parte  del  Estadoé ñ  

conforme  a  las  leyes  de  reparaci n  (19.123,  19.234,  19.992,  susó  

modificaciones y dem s normativa pertinente), y que seguir  percibiendo aá á  

t tulo  de  pensi n,  y  tambi n  los  beneficios  extrapatrimoniales  que  estosí ó é  

cuerpos legales contemplan, pues todos ellos tienen por objeto reparar el 

da o moral, y no accederse a esta petici n subsidiaria implicar a un dobleñ ó í  

pago por un mismo hecho, lo cual contrar a los principios jur dicos b sicosí í á  

del derecho en orden a que no es jur dicamente procedente que un da oí ñ  

sea indemnizado dos veces.

Arguye que para la adecuada regulaci n y fijaci n del da o moraló ó ñ  

deben considerarse como par metro v lido los montos establecidos en lasá á  

sentencias  de  los  tribunales  en  esta  materia,  lo  que  implica  rebajar 

sustancialmente los montos pecuniarios demandados.

Adem s, hace presente que los reajustes s lo pueden devengarse en elá ó  

caso de  que la  sentencia  que se  dicte  en la  causa  acoja  la  demanda y 

establezca esa obligaci n, y desde que dicha sentencia se encuentre firme oó  

ejecutoriada.

Indica que, a la fecha de interposici n o notificaci n de la demanda,ó ó  

y mientras no exista sentencia firme o ejecutoriada, ninguna obligaci n tieneó  

su representado de indemnizar, y, por tanto, no existe ninguna suma que 

deba reajustarse.

Afirma que lo anterior implica que los reajustes que procedieren de 

ninguna manera podr an contabilizarse desde una fecha anterior a aquellaí  

en que la sentencia que los concede se encuentre firme o ejecutoriada. El 

reajuste  es  un  mecanismo  econ mico financiero  que  tiene  por  objetoó –  

neutralizar el efecto que los procesos inflacionarios o deflacionarios tienen 

sobre la moneda de curso legal. Desde esta perspectiva, no procede aplicar 

la  correcci n  monetaria  a  partir  de  una  fecha  que  precede  a  laó  

determinaci n del monto por sentencia ejecutoriada.ó

Respecto de los intereses,  expone que el  art culo 1551 del  C digoí ó  

Civil  establece  que  el  deudor  no  est  en  mora  sino  cuando  ha  sidoá  

judicialmente reconvenido y ha retardado el cumplimiento de la sentencia, y 

la jurisprudencia de nuestros tribunales superiores as  lo ha decidido. Porí  

consiguiente,  en  el  caso  de  que  el  tribunal  decida  acoger  la  acci n  yó  
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condene a su representado al pago de una indemnizaci n de perjuicios, talesó  

reajustes  e  intereses  s lo  podr n  devengarse  desde  que  la  sentenciaó á  

condenatoria se encuentre firme o ejecutoriada y su representado incurra en 

mora.

En  consecuencia,  solicita  tener  por  contestada  la  demanda  civil 

deducida en autos y, en definitiva, conforme a las excepciones, defensas y 

alegaciones opuestas, se rechace dicha acci n indemnizatoria en todas susó  

partes,  con  costas;  o,  en  subsidio,  se  rebaje  sustancialmente  el  monto 

indemnizatorio pretendido.

Con fecha 25 de abril  de 2023,  a folio  13,  comparece la parte 

demandante quien evacu  su tr mite de r plica, reiterando ntegramente laó á é í  

demanda, y adicionando las siguientes argumentaciones. 

Respecto de los hechos, se ala que dado que el Consejo de Defensañ  

del Estado, en un acto de buena fe que no puede dejar de resaltarse, no 

discute los hechos invocados en la demanda, no insistir  en el planteamientoá  

de estos, ya que han sido debidamente expuestos en la demanda.

Respecto de la excepci n de reparaci n integral, manifiesta que, sinó ó  

perjuicio de que el Consejo de Defensa del Estado esgrime como argumento 

el hecho de que el demandante ha obtenido pensiones de reparaci n conó  

arreglo  a  las  leyes  N 19.234,  Ley  19.992,  que  estableci  medidas  de° ó  

reparaci n para las personas calificadas como v ctimas de prisi n pol tica yó í ó í  

tortura,  y  sus  modificaciones,  esto  no  es  bice  para  que  se  indemniceó  

mediante un monto fijado por un tercero imparcial, que es un tribunal de la 

Rep blica.ú

Expone  que  la  pretensi n  de  oponer  excepci n  de  pago  resultaó ó  

irreconciliable con la normativa internacional ya se alada en la demanda,ñ  

porque el derecho com n interno solo es aplicable cuando no contradice elú  

derecho  internacional,  en  materias  de  graves  violaciones  a  los  derechos 

humanos y de cr menes de lesa humanidad.í

Sostiene que la normativa invocada por el Fisco, que solo consagra un 

r gimen de pensiones asistenciales, no es de ninguna manera incompatibleé  

con la indemnizaci n que aqu  se persigue, ya que estas reparaciones noó í  

dan cabida para reparar todo el da o que se ha ocasionado a las v ctimas.ñ í  

A ade que no se ha establecido en las respectivas leyes mencionadas ning nñ ú  

Código: HSFEXPZXDXQ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-1856-2023
 

Foja: 1
r gimen de incompatibilidad con las indemnizaciones judiciales, ni muchoé  

menos que su aceptaci n implique una renuncia a las acciones judicialesó  

correspondientes. Con estas leyes, el Estado asume voluntariamente formas 

distintas de reparaci n y se reitera que esto no implica la renuncia de unaó  

de las partes o la prohibici n para que el sistema jurisdiccional declare suó  

procedencia por los medios que autoriza la ley.

Refiere  que  as  lo  ha  establecido  en  numerosas  ocasiones  laí  

jurisprudencia  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  en  sentencias  dictadas  en 

causas por graves violaciones a los derechos humanos.

Respecto a la excepci n de prescripci n, indica que la jurisprudenciaó ó  

de la Corte Suprema ha sido enf tica en se alar, en m ltiples ocasiones, queá ñ ú  

trat ndose de un delito de lesa humanidad cuya acci n penal persecutoria esá ó  

imprescriptible,  no  resulta  coherente  entender  que  la  acci n  civiló  

indemnizatoria est  sujeta a las normas sobre prescripci n contenidas en laé ó  

ley civil interna, ya que ello contrar a la voluntad expresa manifestada porí  

la normativa internacional sobre Derechos Humanos, la cual es integrante 

del ordenamiento jur dico nacional de acuerdo con el inciso segundo delí  

art culo 5  de la  Carta Fundamental,  y que consagra el  derecho de lasí °  

v ctimas y otros leg timos titulares a obtener la debida reparaci n de todosí í ó  

los perjuicios sufridos a consecuencia del acto il cito e incluso por el propioí  

derecho  interno,  que  en  virtud  de  la  Ley  19.123 reconoci  de  maneraó  

expl cita  la  innegable  existencia  de  los  da os  y  concedi  tambi n  a  losí ñ ó é  

familiares  de  las  v ctimas  calificadas  como  detenidas  desaparecidas  yí  

ejecutadas pol ticas,  por violaci n a los derechos humanos en el periodoí ó  

1973-1990,  comprendidas  en  los  Informes  de  la  Comisi n  Nacional  deó  

Verdad  y  Reconciliaci n  y  la  Corporaci n  Nacional  de  Reparaci n  yó ó ó  

Reconciliaci n, beneficios de car cter econ mico o pecuniario.ó á ó

Manifiesta  que  esta  misma  idea  se  ha  repetido  en  demandas 

interpuestas  por  exprisioneros  pol ticos  v ctimas  de  torturas  y/oí í  

sobrevivientes de los centros clandestinos de detenci n y tortura como eló  

demandante de autos, con base en sentencias anteriores por torturas.

Sostiene, por consiguiente, que cualquier pretendida diferenciaci n enó  

orden a dividir ambas acciones y otorgarles un tratamiento desigual resulta 
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discriminatoria y no permite al ordenamiento jur dico guardar la coherenciaí  

y unidad que reclama.

Explica que pretender aplicar las disposiciones del C digo Civil a laó  

responsabilidad  derivada  de  cr menes  de  lesa  humanidad,  posibles  deí  

cometer  con  la  activa  colaboraci n  del  Estado,  como  derecho  com nó ú  

supletorio a todo el ordenamiento jur dico, resulta improcedente.í

Fundamenta  que  en  la  situaci n  de  hecho  demandada,  con  laó  

intervenci n de agentes del Estado amparados en un manto de impunidadó  

forjado con recursos estatales, no solo se trae aparejada la imposibilidad de 

declarar la prescripci n de la acci n penal que de l emana, sino tambi n laó ó é é  

inviabilidad de proclamar la extinci n,  por el  transcurso del  tiempo, deló  

eventual ejercicio de la acci n civil indemnizatoria derivada del delito queó  

se ha tenido por acreditado.

Asevera  que  todo  lo  se alado  encuentra  su  fundamento  en  losñ  

principios generales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y 

su consagraci n normativa en los  tratados internacionales  ratificados poró  

Chile, los cuales obligan al Estado a reconocer y proteger este derecho a la 

reparaci n completa, en virtud de lo ordenado en los art culos 5 , incisoó í °  

segundo, y 6  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.° ó í ú

Expone que los art culos 1.1 y 63.1 de la Convenci n Americana deí ó  

Derechos Humanos consagran que la responsabilidad del Estado por esta 

clase de il citos queda sujeta a reglas de Derecho Internacional, las que noí  

pueden  ser  incumplidas  a  pretexto  de  hacer  primar  otros  preceptos  de 

derecho interno, pues si se verifica un hecho il cito imputable a un Estado,í  

surge de inmediato la responsabilidad internacional de este por la violaci nó  

de una regla internacional, con el consecuente deber de reparaci n y deó  

hacer cesar las consecuencias del agravio, por lo que, en consecuencia, no 

resultan  aplicables  a  estos  efectos  las  reglas  del  C digo  Civil  sobreó  

prescripci n de las acciones civiles comunes de indemnizaci n de perjuicios.ó ó

Agrega que, adem s del evidente da o moral, en el caso de autos nosá ñ  

encontramos con una violaci n de derechos esenciales del demandante poró  

parte  de  agentes  estatales,  que  hace  surgir  en  la  obligaci n  estatal  deó  

reparar, conforme ha resuelto la Corte Interamericana en su fallo Vel squezá  
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Rodr guez vs Honduras, reiterado en diversas sentencias como Caso Ticonaí  

Estrada vs. Bolivia, y Caso Anzualdo Castro Vs. Per . ú

En  cuanto  al  monto  de  la  indemnizaci n,  afirma  que  el  montoó  

demandado es totalmente ajustado a la justicia, ya que se trata del da oñ  

moral de la mayor entidad por tratarse de las consecuencias da osas de losñ  

aciagos hechos narrados para la salud mental del demandante. Refiere que 

ser  el tribunal quien determinar  soberanamente el monto del da o moralá á ñ  

y desde cuando se aplican los reajustes e intereses; por lo que se limita a 

constatar el hecho de que los montos de las indemnizaciones se han ido 

incrementando y se est  llegando a indemnizaciones reales y serias, sobreá  

todo en aquellas demandas en las que es el Estado quien debe responder 

por graves cr menes cometidos en contra de sus propios ciudadanos.í

Sobre los  reajustes  e  intereses  demandados,  se ala  que estos  est nñ á  

conforme a derecho, puesto que un tribunal fija los montos en un momento 

determinado, pensando en el valor adquisitivo de esa fecha, raz n por laó  

cual tiene que considerar la desvalorizaci n, siendo los tribunales del fondoó  

soberanos para fijar el momento desde el cual comienzan se reajustan y 

devengan intereses los montos fijados como indemnizaci n.ó

Con fecha 19 de mayo de 2023, a folio 15,  la parte demandada 

evacu  su tr mite de d plica, mediante la cual reiter  todas las alegaciones,ó á ú ó  

excepciones y defensas planteadas en su contestaci n, en cuyo m rito solicitaó é  

el rechazo de la acci n.ó

Sin perjuicio de ello, hace presente las siguientes consideraciones en 

relaci n con las afirmaciones formuladas por el demandante.ó

 En  relaci n  con  la  excepci n  de  reparaci n  satisfactiva  opuesta,ó ó ó  

reitera lo se alado al contestar, en cuanto a que el da o moral ya ha sidoñ ñ  

indemnizado, por lo que procede se haga lugar a la excepci n alegada, y enó  

cuanto al marco general de las reparaciones ya otorgadas, al esfuerzo que 

ha realizado el Estado de Chile para compensar el da o producido a lasñ  

v ctimas,  y  en  especial,  respecto  a  las  reparaciones  percibidas  por  elí  

demandante, ya sea en forma de transferencias directas en dinero, mediante 

la asignaci n de nuevos derechos sobre prestaciones estatales espec ficas yó í  

mediante  el  conjunto  de  reparaciones  simb licas  mencionadas  en  laó  

contestaci n. ó
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En relaci n  con la  prescripci n  de  las  acciones  deducidas  en esteó ó  

juicio, reitera la importancia de la sentencia de unificaci n de jurisprudenciaó  

dictada por el Pleno de la Corte Suprema con fecha 21 de enero de 2013 

en los autos rol 10.665-2011 Episodio Colegio M dico-Eduardo Gonz lez“ é á  

Galeno  y  que  la  parte  demandada  transcribi  en  sus  principales” ó  

argumentos, en el escrito de contestaci n a la demanda. ó

Se ala  que  en  dicho  fallo  se  concluye  que  las  acciones  porñ  

responsabilidad extracontractual en contra del Estado prescriben en el plazo 

de cuatro a os desde la perpetraci n de los hechos, conforme a lo dispuestoñ ó  

en el  art culo 2332 del  C digo Civil.  Refiere  que la  aplicaci n de  estaí ó ó  

norma est  regulada en el art culo 2497 del mismo cuerpo legal, que se alaá í ñ  

expresamente  que  las  normas  de  prescripci n  se  aplican  a  favor  y  enó “  

contra del Estado . ”

A ade que la Corte ha dejado claramente establecido que los tratadosñ  

internacionales  sobre derechos  humanos no impiden en modo alguno la 

aplicaci n  del  derecho  interno,  espec ficamente  las  normas  sobreó í  

prescripci n de la acci n civil. En el fallo dictado por el Pleno de la Corteó ó  

queda  ampliamente  establecido  que  ni  la  Convenci n  Americana  sobreó  

Derechos Humanos y tampoco la Convenci n de Ginebra contienen normasó  

que declaren imprescriptible la acci n civil o impidan a cada Estado aplicaró  

su  legislaci n  interna  sobre  la  materia.  Cita  y  transcribe  parte  de  laó  

sentencia dictada por la Corte Suprema, con fecha 16 de marzo de 2016.

Finalmente,  en  cuanto  a  las  alegaciones  vertidas  por  la  parte 

demandante relativas al monto demandado y los reajustes e intereses, da por 

reproducidos en forma expresa las alegaciones vertidas en la contestaci n deó  

la demanda.

Con fecha 05 de junio de 2023, a folio 16,  se recibi  la causa aó  

prueba rindi ndose la que consta en autos.é

Con fecha 04 de enero de 2023, a folio 30, se cit  a las partes aó  

o r sentencia.í

CONSIDERANDO: 

PRIMERO:  Que, a folio 1, comparece  Sebasti n Vel squez D az,á á í  

abogado,  en  representaci n  deó  Jorge  Ram n  Conejeros  Riveraó ,  quien 

interpone  demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  por  da o  moral  enó ñ  
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contra del Fisco de Chile, solicitando condenar al demandado al pago de la 

suma de $200.000.000.- por concepto de aquellos da os morales que hañ  

padecido con ocasi n de los hechos cometidos por agentes del Estado deó  

Chile, o bien, en su defecto, a la suma de dinero que el tribunal en justicia 

considere adecuada al m rito del proceso, é m s reajustes e intereses desde laá  

notificaci n de la demanda y hasta el pago efectivo y total de las mismas, oó  

la suma que este tribunal estime ajustada a derecho y equidad y al m ritoé  

de autos, con expresa condena en costas;  conforme a los antecedentes de 

hecho  y  fundamentos  de  derecho  previamente  rese ados  en  la  parteñ  

expositiva de este fallo.

SEGUNDO: Que,  a  folio  9,  do a  Ruth  Israel  L pez,  Abogadañ ó  

Procuradora Fiscal de Santiago del Consejo de Defensa del Estado, por la 

parte  demandada  Fisco  de  Chile,  contesta  la  demanda  solicitando  su 

rechazo,  de  acuerdo  a  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  ya 

expresados en lo expositivo de esta sentencia.

TERCERO: Que la parte demandante, a fin de acreditar los hechos 

en que funda su acci n, acompa  los siguientes documentos al proceso, enó ñó  

forma legal y no objetados:

A folio 19   (1):  

1.-  Documento  titulado  Algunos  Factores  de  Da o  a  la  Salud“ ñ  

Mental, elaborado por el Programa de Salud Mental de la Vicar a de laí  

Solidaridad e incorporados en los autos rol C-22.561-2018, del 28  Juzgado°  

Civil de Santiago, con fecha 28 de junio de 2019. 

2.-  Documento  titulado  Algunos  problemas  de  salud  mental“  

detectados por equipo psicol gico  psiqui trico  del mes de julio del a oó – á ” ñ  

1978, elaborado por la Vicar a de la Solidaridad.í

3.- Documento titulado Tortura, tratos crueles e inhumanos en 1980.“  

Su impacto psicol gico  del mes de julio del a o 1980.ó ” ñ

4.- Documento titulado Trabajo Social, una experiencia solidaria en“  

la promoci n y defensa de los Derechos Humanos  del mes de Abril deló ”  

a o 1987, suscrito por las trabajadoras sociales Victoria Baeza Fern ndez,ñ á  

Norma Mu oz Pe ailillo, Mar a Luisa Sep lveda Edwards y Ximena Taiboñ ñ í ú  

Grossi, del departamento jur dico de la Vicar a de la Solidaridad.í í

Código: HSFEXPZXDXQ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-1856-2023
 

Foja: 1
5.-  Documento titulado Salud Mental y violaciones a los Derechos“  

Humanos  del  mes  de  junio  del  a o  1989,  suscrito  por  el  Dr.  Andr s” ñ é  

Donoso, Dr. Guillermo Hern ndez, Ps. Sergio Lucero, Dr. Ramiro Olivaresá  

y  Aux.  Enf.  Janet  Ulloa,  del  equipo  de  salud  de  la  Vicar a  de  laí  

Solidaridad.-

A folio 19 (2):

6.- Informe cl nico de da o psicosocial respecto de don Jorge Ram ní ñ ó  

Conejeros  Rivera,  de diciembre de 2022,  suscrito  por  Emilia  Fern ndezá  

Espinoza, psic loga programa PRAIS. ó

A folio 20:

7.- Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura,ó ó í  

Valech.

8.-  N mina  de  personas  reconocidas  como  v ctimas.  Comisi nó í ó  

Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura. ó í

9.-  Conjunto  de  antecedentes  de  carpeta  de  don  Jorge  Ram nó  

Conejeros Rivera del Instituto Nacional de Derechos Humanos presentados 

ante la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, acompa ados aó ó í ñ  

certificado de fecha 13 de abril de 2022, suscrito por Marcos Rabanal Toro, 

Jefe Regional (S) del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

CUARTO: Que la parte demandada no acompa  prueba. ñó

QUINTO: Que, al no encontrarse controvertido por el demandado 

la calidad de v ctima de prisi n pol tica y tortura del  demandante ni laí ó í  

participaci n de los agentes del Estado en tales hechos, se tiene como hechoó  

de la causa que el actor fue v ctima de prisi n pol tica y tortura por parteí ó í  

de agentes del Estado de Chile, figurando en el N 6086°  de la N mina deó  

prisioneros pol ticos y torturados del Informe de la Comisi n Nacional sobreí ó  

Prisi n Pol tica y Tortura; siendo, en consecuencia, v ctima de la violaci nó í í ó  

de sus derechos humanos.

SEXTO: Que, estando acreditadas las circunstancias se aladas en elñ  

considerando  anterior,  corresponde  dilucidar  y  resolver  las  alegaciones 

sostenidas por el Consejo de Defensa del Estado en su contestaci n.ó

S PTIMO:É  Que  la  demandada  opuso  en  primer  t rmino  laé  

excepci n  de  reparaci n  integral  por  haber  sido  ya  indemnizado  eló ó  

demandante.
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OCTAVO: Que al respecto cabe se alar que el Estado de Chile hañ  

hecho un formal reconocimiento de una serie de hechos constitutivos de 

violaci n de los derechos humanos acaecidos durante el r gimen militar, aó é  

trav s  del  mensaje  que  cre  la  Comisi n  Nacional  de  Verdad  yé ó ó  

Reconciliaci n.ó

As ,  la  Ley  19.992  y  sus  modificaciones,  correspondiente  a  lasí  

asignaciones entregadas en raz n de los reconocimientos efectuados por laó  

Comisi n Valech a las v ctimas directamente afectadas por violaciones a losó í  

derechos  humanos  individualizadas  en  el  anexo  Listado  de  prisioneros“  

pol ticos y torturados , situaci n en la que se encuentra el demandante, yí ” ó  

las reparaciones simb licas a que alude el demandado, constituyen m s bienó á  

un  beneficio  de  car cter  social  tendiente  a  cumplir,  adem s,  con  lasá á  

obligaciones  internacionales  asumidas  por  el  Estado,  mas  no  una 

indemnizaci n  de da o material  y/o moral  sufridos  por  las  v ctimas  deó ñ í  

violaci n a los derechos humanos, pues no aparece en la determinaci n deó ó  

su monto que se hayan considerado los elementos propios y personales de 

quienes han debido soportar los sufrimientos y consecuencias de los actos de 

los que se trata, lo cual lleva a desestimar las alegaciones deducida por la 

parte demandada.

NOVENO: Que, seguidamente cabe hacerse cargo de la excepci nó  

de prescripci n extintiva opuesta por el Fisco de Chile.ó

D CIMO:É  Que, en este sentido, la Asamblea General de Naciones 

Unidas, por Resoluci n N 2.391 (XXIII), de 26 de noviembre de 1968, enó °  

vigor desde el a o 1970, aprob  la Convenci n sobre la Imprescriptibilidadñ ó “ ó  

de los Cr menes de Guerra y los Cr menes de Lesa Humanidad , la queí í ”  

dispuso:

Considerando que los  cr menes  de guerra  y los  cr menes de lesa“ í í  

humanidad figuren entre los delitos de derecho internacional m s grave.á

Convencidos de que la represi n efectiva de los cr menes de guerra yó í  

de los cr menes de lesa humanidad es un elemento importante para prevenirí  

esos cr menes y proteger los derechos humanos y libertades fundamentales,í  

y puede fomentar la confianza, estimular la cooperaci n entre los pueblos yó  

contribuir a la paz y seguridad internacionales.
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Advirtiendo  que  la  aplicaci n  a  los  cr menes  de  guerra  y  a  losó í  

cr menes de lesa humanidad de las normas de derecho interno relativas a laí  

prescripci n  de  los  delitos  ordinarios  suscita  grave  preocupaci n  en  laó ó  

opini n p blica mundial,  pues  impide el  enjuiciamiento y castigo de lasó ú  

personas responsables de esos cr menes.í

Reconociendo  que  es  necesario  y  oportuno  afirmar  en  derecho 

internacional,  por  medio  de  la  presente  Convenci n,  el  principio  de  laó  

imprescriptibilidad de  los  cr menes  de  guerra  y de  los  cr menes  de  lesaí í  

humanidad y asegurar su aplicaci n universal.ó

Convienen en lo siguiente:

Art culo 1 : Son imprescriptibles:í °

a)  Los  cr menes  de  guerra,  seg n  la  definici n  del  Estatuto  delí ú ó  

Tribunal  de  N remberg,  los  principios  de  derecho  internacional  deú  

N remberg confirmados por la Asamblea General de las Naciones Unidas yú  

las Convenciones de Ginebra de 1949.

b) Los cr menes de lesa humanidad. Cometidos tanto en tiempo deí  

guerra como en tiempo de paz seg n la definici n del Estatuto del Tribunalú ó  

de N remberg, los principios de Derecho Internacional de N remberg yú ú  

confirmadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas, as  como elí  

apartheid y el genocidio.”

A continuaci n,  el  art culo  2  de  este  instrumento  declara  que laó í °  

Convenci n  se  aplica,  sin  distinci n,  a  las  autoridades  del  estado  y  aó ó  

particulares, ya sea que hayan participado como autores, c mplices o hayanó  

incitado directamente a la perpetraci n de esos cr menes y cualquiera sea eló í  

grado de desarrollo.

D CIMO PRIMERO:É  Que, con posterioridad, en el a o 1973, lañ  

misma Asamblea General aprob  la Resoluci n N 3.074 (XXVIII), de fechaó ó °  

3 de diciembre de 1973, Principios de cooperaci n internacional para el“ ó  

descubrimiento, el arresto, la extradici n y el castigo de los culpables deó  

cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad , en la que se ala loí í ” ñ  

siguiente:

Los  cr menes  de  guerra  y  los  cr menes  contra  la  humanidad,“ í í  

dondequiera y cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido, ser ná  

objeto de una investigaci n y las personas contra las que existan pruebas deó  
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culpabilidad en la comisi n de tales  cr menes  ser n buscadas,  detenidas,ó í á  

enjuiciadas y, en caso de ser declaradas culpables, castigadas.”

D CIMO SEGUNDOÉ : Que, en este sentido, se debe tener presente 

que si bien la citada Convenci n no ha sido ratificada por el Estado deó  

Chile,  surge  en la  actualidad con categor a  de  norma de  í ius  cogens, o 

principios generales del derecho penal internacional, cuya obligatoriedad en 

derecho interno se encuentra prescrita por la Constituci n Pol tica de laó í  

Rep blica (art culo 5, inciso segundo), de modo tal que el reconocimientoú í  

de  la  imprescriptibilidad  de  los  cr menes  de  lesa  humanidad  y  de  losí  

cr menes de guerra, as  como el aseguramiento objetivo y expreso de losí í  

derechos  humanos,  resulta  indiscutible  e  imperativo  para  los  tribunales 

nacionales.

A mayor abundamiento, siendo nuestro pa s un Estado Parte de laí  

Organizaci n de las Naciones Unidas, se encuentra obligado a cumplir deó  

buena fe las resoluciones de la Asamblea General.

D CIMO  TERCERO:É  Que,  adem s,  tanto  la  Declaraci ná ó  

Universal  de  Derechos  Humanos  art culos  4  y  5  como  el  Pacto– í –  

Internacional  de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos  de  las  Naciones  Unidas  í –

art culos 7 al 10 , ratificados por Chile e incorporados a su derecho interno,í –  

proh ben en la pr ctica los cr menes contra la humanidad.í á í

D CIMO CUARTO:É  Que, en relaci n con la supremac a de losó í  

tratados internacionales sobre el derecho interno, es preciso hacer constar 

que la modificaci n al antes citado art culo 5  de la Constituci n Pol tica deó í ° ó í  

la  Rep blica tuvo por objeto precisamente reforzar la  protecci n de losú ó  

derechos  humanos,  al  disponer  como  deber  de  los  rganos  del  Estado,ó  

respetar y promover tales derechos.

D CIMO QUINTO:É  Que cabe reiterar que la presente acci n esó  

de car cter reparatoria por derivar de la violaci n a los derechos humanosá ó  

en cr menes de lesa humanidad, la que se rige por preceptos del derechoí  

internacional que consagran la imprescriptibilidad, la que debe regir tanto 

en el mbito penal como en el civil.á

De seguir la tesis de la demandada, esto es, aplicar a este caso la 

prescripci n del derecho privado, implicar a permitir que el Estado evitaraó í  

cumplir su deber y se negaran derechos fundamentales, como el derecho a 
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la vida y a la integridad f sica y ps quica de las personas, por quien, comoí í  

se  se al  precedentemente,  es  el  constitucionalmente  obligado  añ ó  

resguardarlos, lo que lleva a rechazar la excepci n de prescripci n.ó ó

D CIMO  SEXTO:É  Que,  establecido  lo  anterior  y  rechazada  la 

excepci n de prescripci n, habr  de emitirse pronunciamiento respecto deó ó á  

los perjuicios demandados, los cuales el actor hace consistir en da o moral,ñ  

el que aval a de la suma total de $200.000.000.-ú

D CIMO  S PTIMO:É É  Que,  en  cuanto  al  da o  moral,  ha  deñ  

se alarse que, a pesar de su naturaleza particular, debe ser probado porñ  

quien lo reclama, toda vez que ste constituye un presupuesto para el origené  

de la responsabilidad civil, y por tanto, aquel que intente beneficiarse de la 

concurrencia  de  la  misma,  tendr  la  carga  probatoria  de  demostrar  suá  

existencia.

As ,  la  indemnizaci n  del  da o moral  requiere  que  el  mismo seaí ó ñ  

cierto, vale decir, que sea real y no hipot tico, el que deber  ser demostradoé á  

por los medios de prueba legalmente establecidos por nuestro ordenamiento 

jur dico.í

Por otra parte, el da o moral consiste, equivale y tiene su fundamentoñ  

en  el  sufrimiento,  dolor  o  molestia  que  el  hecho  il cito  ocasiona  en  laí  

sensibilidad f sica o en los sentimientos o afectos de una persona. Se toma elí  

t rmino dolor en un sentido amplio, comprensivo del miedo, la emoci n, laé ó  

verg enza, la pena f sica o moral ocasionado por el hecho da oso.ü í ñ

Tambi n  puede  ser  entendido,  como algunos  autores  lo  sostienen,é  

como un menoscabo de un bien no patrimonial, en cuanto dolor, pesar, 

angustia y molestias ps quicas que sufre una persona en sus sentimientos,í  

consecuencias del hecho il cito; un hecho externo que afecta la integridadí  

f sica o moral del individuo.í

D CIMO OCTAVO:É  Que,  en orden a acreditar la  existencia  y 

avaluaci n del da o moral, el demandante se vali  de prueba documental,ó ñ ó  

acompa ando a folio 19 una serie de documentos consistentes en art culos eñ í  

informes que refieren de manera general a las consecuencias que presentan 

las v ctimas de violaciones a los derechos humanos.í

Que,  a  folio  19  acompa  la  parte  informe  cl nico  de  da oñó í ñ  

psicosocial, suscrito por Emilia Fern ndez Espinoza, psic loga del programaá ó  
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PRAIS, en el cual consta la evaluaci n del da o psicosocial del demandanteó ñ  

don  Jorge  Ram n  Conejeros  Rivera,  en  el  cual  se  concluye  que  eló  

demandante muestra sintomatolog a cl nica para un Trastorno de Estr s“ í í é  

Postraum tico, cuya etiolog a y presencia est  consistentemente asociado aá í á  

las detenciones, torturas y apremios ileg timos recibidos por parte de agentesí  

del Estado de Chile . ”

Que, atendido que el demandante figura en la n mina de prisionerosó  

pol ticos  y  torturados  de  la  Comisi n  Valech  y  teniendo  en  especialí ó  

consideraci n la gravedad del hecho il cito del que fue v ctima, sumado a laó í í  

prueba documental ya descrita aportada en orden a determinar con mayor 

precisi n  la  avaluaci n  del  da o  moral  alegado,  ser  reguladoó ó ñ á  

prudencialmente en la suma de $40.000.000.-

Que en cuanto a la alegaci n de la parte demandada, en orden aó  

estimar  que para  la  regulaci n  del  da o moral  se  consideren los  pagosó ñ  

recibidos  por  las  leyes  de  reparaci n,  ser  desestimado,  por  cuantoó á  

corresponden a asignaciones entregadas en raz n de los  reconocimientosó  

efectuados por la Comisi n Valech a las v ctimas directamente afectadas poró í  

violaciones a los derechos humanos, mas no una indemnizaci n de da oó ñ  

moral sufrido por las mismas, pues no aparece que en la determinaci n deó  

su  monto  se  hayan  considerado  los  elementos  propios  y  personales  de 

quienes han debido soportar los sufrimientos y consecuencias de los actos de 

los que se trata.

D CIMO NOVENO:É  Que, en lo referente a la reajustabilidad de la 

indemnizaci n  por  da o  moral,  sta  se  reajustar  de  conformidad  a  laó ñ é á  

variaci n que experimente el I.P.C desde el d a en que la presente sentenciaó í  

quede ejecutoriada y hasta el  momento del pago efectivo, por cuanto el 

da o  moral  es  evaluado  por  el  juez  en  la  sentencia,  de  ah  que  lasñ í  

perniciosas  consecuencias  de  la  desvalorizaci n  monetarias  s lo  puedenó ó  

empezar a producirse desde la fecha de la sentencia que regula el da o enñ  

comento.

VIG SIMO:É  Que, respecto de los intereses, las sumas contempladas 

en lo resolutivo del fallo devengar n el inter s corriente desde la fecha ená é  

que la sentencia quede firme o ejecutoriada y hasta la poca de su pagoé  

efectivo.
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Foja: 1
Y atendido lo antes razonado y lo dispuesto en los art culos 47 yí  

siguientes 1437, 1698 y 1702 del C digo Civil, art culos 144, 160, 170, 341,ó í  

342, 346 y 384 del C digo de Procedimiento Civil, Constituci n Pol tica deó ó í  

la Rep blica, Convenci n Americana de Derechos Humanos, Convenio deú ó  

Ginebra de 1949 y Ley 19.992, se declara:

I.- Que se acoge parcialmente la demanda interpuesta a folio 1, y se 

condena al Fisco de Chile a pagar al demandante, a t tulo de da o moral,í ñ  

la  suma de  $40.000.000.-  m s  los  reajustes  e  intereses  rese ados  en losá ñ  

motivos 19  y 20  del presente fallo. ° °

II.-  Que  cada  parte  soportar  sus  costas,  por  no  haber  resultadoá  

totalmente vencido el demandado.

Reg strese y notif quese.í í

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro
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